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Término o sigla País Definición, reseña 
   
AHIBA HN Asociación Hondureña de Instituciones Bancarias 
www.ahiba.hn  
   
APL  Adaptable Program Loan.  
Tipo de operación del Banco Mundial que que financia 
programas de larga duración a través de una serie sucesiva 
de préstamos. (Traducción no oficial: Préstamo de Programa 
Adaptable)  
   
BOSAWAS NI Reserva biosfera de Nicaragua que es también el sitio 
habitual de vida  de los pueblos indígenas Mayangna y 
Mískitu (www.tmx.com.ni/~bosawas/)   
   
CHICO HN Cámara Hondureña de la Industria de la Construcción 
www.chicoorg.org  
   
COHEP HN Consejo Hondureño de la Empresa Privada  
www.cohep.com  
   
COHCIT HN Consejo Hondureño de Ciencia y Tecnología 
www.cohcit.gob.hn  
   
CONAPON HN Comisión Nacional de Política y Normativa de la Propiedad 
   
CNR  SV Centro Nacional de Registros www.cnr.gob.sv  
   
DCBP   PA Dirección de Catastro y Bienes Patrimoniales 
www.mef.gob.pa/Catastro%20y%20Bienes%20Patrimoniale
s/inicio/default.asp  
   
Dirección General de 
Catastro Físico 
NI parte del Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales 
www.ineter.gob.ni/Direcciones/Catastrofisico/index.html    
   
Dirección de Catastro 
Fiscal, DGI 
NI dependencia de la Dirección General de Ingresos, del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público  
(www.dgi.gob.ni/interna.php?sec=20)  
   
DINRA PA Dirección Nacional de Reforma Agraria adscrita al Ministerio 
de Desarrollo Agropecuario 
(www.mida.gob.pa)  
   
FAQ  Frequently asked questions o preguntas frecuentes 
   
FONAC HN Foro Nacional de Convergencia  
Según la ley que lo crea, el FONAC es una “instancia 
nacional de diálogo, en el que, mediante el análisis y 
discusión de los problemas nacionales, se arribe a consensos 
y se definan cursos de acción para el mediano y largo plazo 
del país.” 
   
IHDN  HN Instituto Hondureño de Derecho Notarial  
www.abogadosdehonduras.org/services.asp?service=IHDN  
   
 vii
INA HN Instituto Nacional Agrario (www.ina.hn)  
   
INETER NI Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales 
www.ineter.gob.ni  
   
Intendencia de la 
Propiedad 
NI dependencia del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
encomendada con resolver incongruencias y conflictos en 
dominios de propiedad que surgieron a raíz del proceso de 
reforma agraria. 
(www.hacienda.gob.ni/hacienda/mhcp-servicios.jsp)  
   
IP HN Instituto de la Propiedad www.ip.hn   
   
IUSI GT Impuesto único sobre bienes inmuebles. 
   
MARENA NI Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales 
www.marena.gob.ni  
   
PARA HN Proyecto de Administración de Áreas Rurales 
   




    
PRODEP NI Proyecto de Ordenamiento de la Propiedad 
www.prodep.gob.ni  
   
PRONAT PA Programa Nacional de Administración de Tierras 
http://mef.gob.pa/pronat/ 
   
RAAN NI Región Autónoma Atlántico Norte 
   
RAAS NI Región Autónoma Atlántico Sur 
   
RPPIM NI Registro Público de la Propiedad Inmueble y Mercantil, 
dependencia de la Corte Suprema de Justicia 
(www.csj.gob.ni/regis.htm)  
   
RGP GT Registro General de la Propiedad www.rgp.org.gt con sede 
en la ciudad de Guatemala. 
   
Registro Público de 
Panamá 
PA agencia autónoma a cargo del registro de la propiedad. 
www.registro-publico.gob.pa/ 
   
RIC GT Registro de Información Catastral 
www.utjprotierra.gob.gt  
   
SAG HN Secretaría de Agricultura y Ganadería www.sag.gob.hn  
   
Segundo Registro de 
la Propiedad 
GT Registro de la Propiedad a cargo de 8 departamentos del 
occidente guatemalteco, con sede en Quetzaltenango  
   
SIG PA Sistema de Información Geográfica de la Dirección de 
Catastro y Bienes Patrimoniales  
   
SIICAR NI Sistema Integrado de Información Catastro-Registral  
 viii
   
SIICAR PA Sistema Integrado de Información Catastro-Registro  
   
SINAP HN Sistema Nacional de Administración de la Propiedad 
www.sinap.hn  
   
SINIT HN Sistema Nacional de Información Territorial 
   
SIRyC  SV Sistema de Información de Registro y Catastro 
   
SURE HN Sistema Unificado de Registros 
http://sure.sinap.hn/compartido/ 
   
UCP HN Unidad Coordinadora de Proyectos  
www.ucp.hn 
   
UTJ-Protierra GT Unidad Técnico Jurídica de la Comisión Institucional para el 
Desarrollo y Fortalecimiento de la Propiedad de la Tierra de 
Guatemala, recientemente cerrada, y parte de su personal 
contratado por la nueva institución creada por ley, el 









El mayor desafío de iniciativas de regularización de la propiedad rural en América Latina 
ha sido su sostenibilidad. Enormes inversiones realizadas en los años 70 y 80 han tenido 
un impacto reducido, ya que poco después de su realización los catastros se han 
desactualizado rápidamente (Borrero 1999; Jaramillo 1998; Barnes, Stanfield, y Barthel 
2000; Barnes 2002, 2003).  
 
Las transacciones sobre la propiedad rural son por lo general de bajo valor, ocurren 
mayormente entre personas de escasos recursos que se conocen entre si, y se realizan 
en zonas apartadas distantes de las ventanillas de servicio de instituciones formales de 
registro público. Presumir que a partir de un esfuerzo de regularización en una zona rural 
pobre las transacciones subsiguientes fueran diligentemente incorporadas al catastro e 
inscritas por los usuarios en el registro de la propiedad ha sido un objetivo común de 
intervenciones en el pasado, que ha resultado ilusivo.  
 
Hoy en día eso es ya factible en muchas áreas rurales. Las nuevas tecnologías de 
información y comunicación reducen drásticamente los costos de registro, 
mantenimiento, manejo y publicación de enormes cantidades de datos, que son 
determinantes en los procesos registro-catastrales, y pueden por tanto contribuir a una 
profunda transformación en los sistemas de administración de tierras. Pero la forma que 
toma esa transformación en la práctica y su significado para la propiedad rural, y, en 
términos generales, para la eficiencia, seguridad y confianza en los derechos y mercados 
de propiedad, depende sobremanera del contexto institucional.   
 
Este informe resume la experiencia reciente en cinco países en los que el Banco Mundial 
apoya proyectos de administración de tierras rurales: El Salvador, Honduras, Guatemala, 
Nicaragua y Panamá. Los objetivos comunes de estas intervenciones son: (a) aumentar 
la seguridad de los derechos de la propiedad rural; (b) mejorar el marco legal e 
institucional y la información disponible para el gobierno, los ciudadanos y los 
inversionistas a fin de que los mercados de la tierra operen más eficientemente. El 
propósito del trabajo es identificar lecciones aprendidas y derivar recomendaciones 
prácticas para mejorar la efectividad de estos esfuerzos.  
 
Los temas centrales del estudio son los sistemas de información y la forma en que éstos 
afectan y a la vez se ven afectados por las instituciones.1  A diferencia del pasado, cuando 
los objetivos de una organización se especificaban antes de seleccionar la tecnología 
requerida para lograr esos objetivos, hoy en día los desarrollos tecnológicos en gran 
parte determinan los objetivos de la organización (van der Molen y Lemmen 2004).   
 




Las sociedades desarrollan diferentes formas para reconocer los derechos de propiedad 
sobre la tierra. En comunidades pequeñas donde todos los miembros se conocen no se 
requieren mecanismos formales o escritos; los miembros saben de quien es que terreno 
y que puede o no hacer con el. Es cuando la tierra es escasa y adquiere un alto valor y 
cuando las comunidades descubren los beneficios de transferir derechos de propiedad a 
personas de afuera o a quienes se les conoce poco para confiar en ellos, que surge la 
necesidad de desarrollar mecanismos formales para medir con precisión los confines de 
la propiedad y registrar los derechos de uso sobre ella (Libecap 1999, Henssen 1995, 
Arruñada 2003, Wallace y Williamson 2006). 
  1 
La regularización formal de los derechos de propiedad requiere la definición y 
demarcación de la propiedad (catastro) así como la constatación de los derechos de uso 
de la tierra (registro), siguiendo un sistema sancionado por el Estado que goce de 
reconocimiento generalizado respecto a la seguridad y confiabilidad que ofrece. El 
catastro es un archivo de utilidad al Estado para efectos administrativos, el registro tiene 
un propósito jurídico (Rajoy, Rodríguez y Rodríguez 2003). Diversas agencias inciden en 
esas dos tareas, con variaciones de un país a otro, pero, por motivos históricos, dos tipos 
de instituciones juegan un papel central: los registros públicos y las agencias encargadas 
del catastro físico.  
 
En la mayoría de los países de América los registros dependen del poder judicial. El alto 
valor de la propiedad urbana y la capacidad productiva de sus dueños y de interesados 
en su buen funcionamiento (Bancos, empresarios) ha sido auspicioso de una evolución 
hacia instituciones que se manejan independientemente y que son financieramente 
autosuficientes. Por lo general los registros públicos tienen potestad sobre la propiedad 
rural, pero en la práctica ha sido y continúa siendo la propiedad inmueble urbana la que 
ha generado los aranceles que han financiado el funcionamiento de estas instituciones, y 
que han favorecido su fortaleza institucional, su sustentabilidad y la modernización 
reciente de los procedimientos registrales.  
 
La regularización de los derechos de propiedad rural ha tenido una trayectoria más 
compleja, conflictiva, en la que han participado actores con intereses y cuotas de poder 
muy diferente, parte de una lucha política frecuentemente acompañada por actos de 
violencia. Los Ministerios de agricultura o instituciones de Reforma Agraria creadas en 
diferentes instancias como respuesta de momento han jugado un papel central en esos 
procesos. En jurisdicciones donde la descentralización se ha materializado, y en urbes y 
grandes pueblos, alguna forma de “catastro fiscal”, ha permitido recaudar los fondos 
necesarios para prestar servicios locales y simultáneamente han contribuido a demarcar 
y afianzar los derechos de propiedad.2   
 
Desafíos en los países del estudio 
 
La labor registro-catastral se encarece en áreas rurales de países de muy baja densidad, 
como Panamá, Nicaragua y Honduras; mientras que el territorio a servir es menor y más 
densamente poblado en El Salvador (Cuadro 1).   
 
Cuadro 1.  
Territorio, población e ingreso bruto per capita  
















       El Salvador 2 104 6 614 39.7 7 3.1 2 350 
Guatemala 10 889 12 661 53.2 66 1.2 2 130 
Honduras 11 209 7 099 54.0 15 0.6 1 030 
Nicaragua 13 000 5 597 42.2 5 0.4 790 
Panamá 7 552 3 177 42.6 6 0.4 4 450 
 Fuentes:  Territorio y población: www.fao.org/waicent/portal/statistics_en.asp 
Ingreso bruto per cápita: World Bank (2005b)  
% de población indígena se refiere a diferentes fechas. Ver original en Deruyttere 2003. 
 
 
Panamá cuenta con mayores ingresos y recursos que los otros países. Nicaragua y 
Honduras se encuentran en condiciones económicas muy precarias.   
 
  2 
Las múltiples etnias que conforman la población mayoritaria de origen maya en 
Guatemala, los diferentes patrones de tenencia tradicional que se observan, y una la 
larga historia de conflictos por los derechos de propiedad, presenta un desafío singular 
para la regularización de la propiedad rural en ese país. La diversidad cultural y en los 
patrones de tenencia de los pueblos indígenas también requieren atención diferenciada 
en los otros 4 países del estudio.    
 
El Salvador ha logrado desarrollar instituciones públicas que los empresarios consideran 
de buena calidad (Cuadro 2, - rango 26, comparable a Francia 25 y superior a España 
34). Ese parece ser el resultado de años de empeño Estatal, y probablemente también de 
estabilidad institucional asociada a 16 años de gobierno por un mismo partido.  
 
Cuadro 2.  
Indicadores del entorno institucional en América Central y países 
seleccionados 
 
Costo de inscribir compra 
de una propiedad urbana 
(1) 























Costa Rica 6 21 3.6 51 46 44 
El Salvador 5 52 3.6 51 26 67 
Guatemala 5 69 4.7 117 84 98 
Honduras 7 36 5.8 107 100 95 
Nicaragua 7 65 6.5 107 81 93 
Panamá 7 44 2.4 65 60 75 
       
Argentina 5 44 8.3 97 79 100 
Brasil 15 47 4 62 50 53 
Chile 6 31 1.3 21 20 27 
México 5 74 5.3 65 59 69 
Perú 5 33 3.2 65 58 86 
Uruguay 8 66 7.1 32 32 37 
       
Australia 5 5 7.1 9 12 14 
Canadá 6 10 1.7 14 18 21 
EE UU  4 12 0.5 17 18 21 
España 3 25 7.2 23 34 42 
Francia 9 183 6.5 18 25 25 
Holanda 2 2 6.2 11 13 11 
Hungría 4 78 11.0 40 37 48 
Italia 8 27 0.9 40 48 72 
Noruega 1 1 2.5 8 5 3 
Nueva Zelanda 2 2 0.1 2 4 5 
Reino Unido 2 21 4.1 11 7 6 
       
América Latina 
y Caribe 
6.7 76.5 4.8    
Fuentes: 
(1) Banco Mundial www.doingbusiness.org/ExploreTopics/RegisteringProperty/  
(2) Transparencia Internacional www.transparency.org  




  3 
La percepción de la corrupción es relativamente alta respecto a los 5 países bajo estudio; 
particularmente grave en Honduras Nicaragua y Guatemala. Además, la capacidad de las 
instituciones para hacer valer las leyes y los contratos es también considerada muy 
deficiente en esos tres países.   
 
Los costos en efectivo de vender una propiedad urbana son relativamente altos en 
algunos países desarrollados, notablemente Holanda (6.1% del valor de la propiedad) y 
Australia (7.1%), pero el tiempo de tramitación es por lo general bajo en esos países. 
Ello sugiere que el tiempo del ciudadano se valora más en países desarrollados que en 
Centroamérica y en otros países en vías de desarrollo. 
 
Proyectos, instituciones y sistemas 
 
A continuación se presenta un resumen de los proyectos de administración de tierras del 
Banco Mundial en el istmo centroamericano y se identifican las principales instituciones 
ejecutoras y los sistemas desarrollados o previstos. Hay diversidad, pero invariablemente 
el objetivo central de los sistemas es la automatización de los procesos y la vinculación 






El Banco Mundial ha apoyado los esfuerzos de modernización de la administración de la 
tierra en El Salvador, inicialmente con un piloto parte del Proyecto de Reforma e 
Inversión del Sector Agrícola (PRISA), seguido por dos proyectos de Administración de 
Tierras, Fase I (US$ 50 millones; 1997-2005) y Fase II (US$ 40 millones; aprobado en 
2005, aún por comenzar).  
 
La ejecución de la Fase I ha sido evaluada por el Banco Mundial con una calificación de 
resultados Satisfactorio, un impacto institucional Significativo, y una sostenibilidad 
Muy Probable (World Bank 2004a).3 Las principales actividades fueron: el desarrollo de 
los sistemas, la modernización de 10 oficinas regionales del CNR y su vinculación a los 
sistemas informáticos, el fortalecimiento institucional, y la regularización del 60% de las 
propiedades del país (1.2 millones de parcelas). La Fase II prevé la regularización de las 
propiedades en la totalidad del país (o sea, del 40% restante), fortalecimiento de los 
servicios locales y de la coordinación del CNR con otras agencias (Safie 2004, World 




Desde 1994 el Centro Nacional de Registros, CNR, de El Salvador reúne las funciones de 
registro (de la propiedad raíz), catastro e instituto geográfico en una sola institución 
(Hurtado, Pleitez y Díaz 2004). Esta situación ideal, singular por muchos años en 
América, ha sido destacada en foros internacionales como buena práctica (Barnes 2003, 
Sanjak y Lavadenz 2002). El CNR adicionalmente cobija los registros de Comercio y de la 
Propiedad Intelectual.  
 
El CNR es una institución del ejecutivo, creada en 1994, a partir de un experimento con 
una unidad del antiguo Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas (RPRH), conocida como 
el Registro Social de Inmuebles (RSI). El RSI operaba independientemente del RPRH,  
inicialmente solo con autoridad sobre proyectos de interés social, pero eventualmente 
cumpliendo funciones semejantes al RPRH aplicando sistemas informáticos y 
procedimientos modernos con gran eficacia (Daly 2006). 
 
  4 
El CNR actualmente cuenta con plena autonomía administrativa y financiera. Los ingresos 
por servicios prestados cubren los costos de operación de la institución, con los 
excedentes transferidos al tesoro nacional. La autoridad máxima del CNR es el Consejo 
Directivo integrado por 6 miembros: el Ministro de Economía (Preside), los Viceministros 
de Comercio e industria, Hacienda, Vivienda y Desarrolla Urbano, un designado de la 
Federación de Asociaciones de Abogados de El Salvador, y un designado de las Gremiales 
de Ingeniería Civil. (Corte Suprema de Justicia 1994).  
 
Aparte de su sede central en San Salvador, el CNR cuenta con 9 oficinas departamentales 
de atención al público, todas integradas al SIRyC,  y habilitadas para realizar la 
calificación de las propiedades localmente. El CNR tiene además acuerdos con 
instituciones privadas (un bufete; una empresa constructora; una empresa privada 
Ontime, que presta servicios a diferentes agencias y empresas) y públicas (incluyendo el 
Fondo Social para la Vivienda www.fsv.gob.sv y el Instituto Libertad y Progreso) para la 
operación de “células registrales” bajo la supervisión del CNR y darle atiención exclusiva 
a los requerimientos de estas instituciones que pagan por el servicio.  
 
Los servicios registrales generan el 98% de los US$ 20.7 millones percibidos por el CNR 
por servicios registro-catastrales de bienes raíces (Cuadro 3).  
 
Cuadro 3.  
Ingresos del CNR por servicios registales o catastrales en 2005 
Servicios US$ % 
Documentos 
procesados 
Registrales    
Compraventa 7,354,532 35.6 96,397 
Constitución de Hipoteca 3,737,210 18.1 43,922 
Constitución de hipoteca abierta 2,708,690 13.1 12,397 
Cancelación de hipoteca 1,517,017 7.3 53,875 
Segregación por venta 859,299 4.2 29,940 
Dación en pago 638,511 3.1 4499 
Cesión de crédito hipotecario 604,027 2.9 5,119 
Desmembración en cabeza de su dueño 400,158 1.9 907 
Anotación preventiva 372,452 1.8 38,596 
Modificación de hipoteca 333,794 1.6 6,943 
Otros documentos 1,678,947 8.1 50,508 
Subtotal 20,204,636 97.8 343,103 
Catastrales    
Ubicación Catastral 80,387 0.4  
Listado de parcelarios 2,030 0.0  
Plano catastral 10,535 0.1  
Revisión de proyectos 158,570 0.8  
Proyecto inscrito 15 0.0  
Certificaciones e informes catastrales 212,804 1.0  
Subtotal 464,341 2.2  
Total 20,668,977 100.0  
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Sistemas 
 
El Sistema de Información Registro y Catastro (SIRyC) fue desarrollado en 1996-97, con 
soporte de un proyecto piloto de Modernización en el departamento de Sonsonate. El 
SIRyC conforma y administra una base única de datos, integrando información 
alfanumérica registral (ALFA), las imágenes de escrituras, documentos jurídicos y recibos 
y documentos entregados para inscripción (IMAGENES) y la información gráfica (GEO). 
En principio es posible trabajar por separado la información registral de la información 
catastral (en zonas no catastradas) o viceversa (en zonas catastradas para propiedades 
que no tienen matrícula registral), pero en áreas catastradas y con registro es requisito 
una operación integrada. 
 
Además del SIRyC, el CNR ha desarrollado otros sistemas incluyendo: Sistema de Fichas, 
Control de Documento, Control Catastro, Consultas Web de Información Registral y 
Catastral, Sistema de Supervisión Técnica y Jurídica, Sistema de Gestión de Proyectos, 
Sistema de atención a requerimientos (Hurtado, Pleitez y Díaz 2004).  
 
Estos sistemas han sido desarrollados por el personal de la Dirección de Tecnología de 
Información del CNR, que actualmente cuenta con 103 funcionarios agrupados en 3 
Gerencias: Sistemas, Soporte técnico e Infraestructura Informática (Cuadro 4). 
  
Cuadro 4. Distribución funcional del personal de la Dirección de 
Tecnología de Información del CNR – mayo 2006 
Personal gerencial 5 
Analistas programadores 17 
Administradores de bases de datos 3 
Técnicos en telecomunicaciones, servidores y servicios de valor agregado 17 
Soportes informáticos locales (distribuidos por todo el país) 35 
Técnicos en Hardware 7 
Seguridad informática 2 
Gestión de la calidad 4 
Atención al usuario interno 3 







El Proyecto de Administración de Tierras es el primero de una serie de operaciones tipo 
APL previstos por el Banco Mundial y el Gobierno. Comenzó en abril 2000 y ha sido 
extendido recientemente para finalizar en marzo del 2007.  
 
El proyecto (US$ 38 millones) ha concentrado esfuerzos en el departamento del Petén y 
su ejecución ha estado a cargo de UTJ-Protierra, unidad cerrada a principios de junio del 
2006 y cuyas atribuciones han sido transferidas a una nueva institución, el Registro de 
Información Catastral, RIC. Los principales componentes del proyecto son:  
 
i. Catastro y regularización de la tierra en el Petén, (US$ 31 millones), incluyendo 
actividades de mapeo, regularización de la propiedad, resolución de conflictos, 
supervisión y control de calidad, mantenimiento y actualización catastral; 
 
ii. Establecimiento de una oficina del Registro en Petén (US$ 2 millones), con 
procedimientos y tecnología moderna plenamente integrado a la labor catastral.   
 
iii. Administración y monitoreo y evaluación del proyecto (US$ 6 millones)  
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 Instituciones 
 
Con los Acuerdos de Paz suscritos en 1996, el gobierno guatemalteco se comprometió a 
crear un sistema registro-catastral que facilitara el ordenamiento territorial y diera 
certeza jurídica a la propiedad rural. A esos efectos se creó una institucionalidad 
relativamente compleja en busca de un diálogo permanente entre las partes interesadas 
(ver detalles en Anexo 13 B en World Bank 1998).  
 
El debate sobre la legislación registro-catastral ha sido engorroso, polémico y lento. En 
principio se han previsto dos leyes por separado: una primera de catastro y otra de 
titulación de la propiedad. En la práctica el debate se ha concentrado en la ley de 
catastro (van Hemert 2004) y culminó a mediados del 2005 con la aprobación de la Ley 
de Registro de Información Catastral (RIC). 
 
Esa separación en las propuestas legislativas se debe en parte a preocupación ante las 
dificultades experimentadas por el Registro General de la Propiedad (RGP) consecuencia 
del colapso de su sistema informático en el 2003; al interés prioritario que 
representantes campesinos le otorgan a la regularización de la tierra rural (CNOC 2005); 
y también a prevención de las autoridades del RGP respecto al potencial profesionalismo 
operacional de una nueva institución cuyo origen tuvo un alto tenor político.  
 
El RIC es una institución autónoma, con patrimonio y recursos propios que tiene entre 
sus atribuciones “establecer, mantener y actualizar el catastro nacional” y “proveer al 
Registro de la Propiedad la información que en los análisis realizados en el proceso 
catastral se determine que es susceptible de saneamiento, coordinando las actividades 
para tal efecto.” (Congreso de Guatemala 2005). El RIC reemplaza a la Unidad Técnico 
Jurídica de la Comisión Institucional para el Desarrollo y Fortalecimiento de la Propiedad 
de la Tierra de Guatemala (UTJ-Protierra), la cual dependía del Ministerio de Agricultura, 
Ganadería y Alimentación (MAGA), y que ha estado encargada de ejecutar el proyecto de 
Administración de Tierras del Banco Mundial (World Bank 1998). 
 
El Registro General de la Propiedad (RGP) también ha participado en la ejecución del 
proyecto de Administración de Tierras. El RGP tiene su sede en la ciudad de Guatemala y 
se ocupa de inscripciones de derechos de propiedad de 14 departamentos del país. 
Guatemala cuenta con un Segundo Registro de la Propiedad tiene sede en 
Quetzaltenango y se ocupa de 8 departamentos en el occidente del país donde hay una 
fuerte concentración de la población maya.4  
 
El Presidente de la República designa al Registrador General de ambos Registros y 
aprueba el nombramiento del Registrador Substituto, a recomendación del Registrador 
General. El Presidente emite mediante acuerdo gubernativo el Reglamento de los 
Registros y el arancel que se cobran por los servicios. Dentro de este marco, los 
Registros gozan de plena autonomía y son autosuficientes.   
 
Según la tradición oral de la institución, hasta mediados de los 90 el Registrador General 
era por lo general un hermano o allegado íntimo del Presidente de la República. La 
distribución de los ingresos por aranceles percibidos por la institución seguía la fórmula 
40:40:20, o sea, 40% para el Registrador General, 40% para los operarios y 20% para 
cubrir el resto de gastos operativos. Los libros financieros del RGP no están sujetos a 
auditoría y, según Sares-Agridec 2003, el relacionamiento al interno de la institución, a 
diversos niveles, está muy politizado. El sindicato de operadores registrales es fuerte y 
prevalece un sistema salarial en que el trabajo rutinario tiene una remuneración más alta 
que la que perciben los profesionales.5   
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La administración actual del RGP ha introducido importantes reformas, incluyendo la 
modernización de los procesos registrales aplicando tecnología informática en el RGP 
(Registro General de la Propiedad 2006), y la creación de la Comisión Nacional Registral 
y reglamentación que permite a los registros retener un 20% de sus ingresos para uso 
exclusivo en la modernización de los procesos registrales, previa autorización de la 
Comisión (Artículos 32 a 40 del Reglamento de los Registros de la Propiedad, Diario de 
Centroamérica 2005).  
 
La creación de la Comisión Nacional Registral es un avance importante. Establece un 
vínculo formal entre ambos registros, y además designa un ente que vela por el buen 
funcionamiento de ambas instituciones y los gastos extraordinarios en la modernización 
registral. La Comisión es permanente y cada comisionado participa durante un período de 
cinco años, lo que en principio le da una continuidad independiente del período de 
gobierno.   
 
Además de su sede central en Guatemala, el RGP cuenta con 4 sedes regionales, en 
Petén, en Cobán para ateneder las Verapaces, Teculután para atender la parte oriental 
del país y Escuintla, donde los usuarios reciben servicios parciales de la institución. Por 
su parte, el Segundo Registro de la Propiedad sirve a los 8 departamentos a su cargo, 
siempre desde su sede en Quetzaltenango. 
 
La composición de las instancias rectoras de las agencias de registro y catastro en 
Guatemala figuran en el Cuadro 5.  
 
 
Cuadro 5. Composición de instancias rectoras de las instituciones  
de Registro y Catastro en Guatemala 
Comisión Nacional Registral 
Consejo Directivo del Registro de 
Información Catastral 
i. Registrador General de la Propiedad 
(Preside Comisión; debe ser un notario) 
 
ii. Registrador del Segundo Registro 
 
iii-vi. Tres miembros designados por el 
Colegio de Abogados y Notarios 
 
vii-ix. Tres miembros designados a 
propuesta de la Junta Directiva del Instituto 
Guatemalteco de Derecho Notarial. 
(www.igdnotarial.org.gt/)  
i. Ministro de Agricultura (Preside) 
 
ii. Registrador General de la Propiedad 
 
iii. Director del Instituto Geográfico Nacional 
 
iv. Delegado de la Asociación Nacional de 
Municipalidades (ANAM) 
 
v. Delegado nombrado por el Colegion de 
Ingenieros 
 
vi. Delegado nombrado por el Colegio de 
Ingenieros Agrónomos 
 
vii. Delegado nombrado por el Colegio de 





La modernización del RGP comenzó en el 1996 con una redefinición y automatización de 
procesos y procedimientos (RGP 2006). El sistema informático fue desarrollado por GBM 
(www.gbm.com), filial de IBM. Tiempo después, el personal de GBM que se ocupaba de 
operar y mantener el sistema convino con la gerencia del RGP reemplazar a la GBM como 
contratista y ocuparse ellos directamente del trabajo. Desafortunadamente, ese cambio 
resultó desastrozo.  
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En mayo del 2003 el sistema informático colapsó y, por falta de respaldos, se perdieron 
unas 430,000 imágenes, incluyendo electrónicas y de Libros Mayores. Se contrató de 
nuevo a la GBM para recuperar los records y rehacer el sistema. Hasta marzo del 2006 se 
habían recuperado unas 375,000 de esas imágenes. Previo al colapso del sistema, el 
costo de outsourcing de la operación del sistema era de US$ 40,000 al mes; con el nuevo 
contrato, posterior al colapso, pasó a ser US$ 80,000 mensual.  
 
La ocasión fue aprovechada por la nueva administración del RGP para modernizar los 
procedimientos del registro y mejorar la infraestructura informática de la institución. Se 
instituyó una primera fase de firma electrónica para darle mayor seguridad y celeridad a 
los procesos de inscripción. El nuevo sistema además optimiza la distribución electrónica 
de expedientes entre operadores, distribuyendo el trabajo más equitativamente (los 
operadores ganan según el número de documentos trabajados) y a la vez respetando el 
orden de precedencia de los expedientes. El nuevo sistema facilita el seguimiento de los 
expedientes, que antes se extraviaban con frecuencia; imparte mayor transparencia en 
los procesos registrales; y ha disminuído apreciablemente los tiempos de servicio.  
 
En contraste al RGP, el Segundo Registro continúa operando en forma manual, con largas 
demoras en la inscripción de documentos y de servicio. El Plan Estratégico del RGP 
(2006) hace previsión para la modernización informática del Segundo Registro.    
 
Las actividades del Proyecto de Administración de Tierras se vieron seriamente afectadas 
por el colapso del sistema del RGP en el 2003. Como agencia responsable por el registro 
en Peten el RGP estableció su sucursal según lo previsto, pero, colmado por la 
recuperación de su propio sistema, no logró implantar un sistema registral moderno ni la 






El Banco Mundial ha apoyado dos proyectos de administración de tierras en Honduras: 
i. el Proyecto  de Administración de Áreas Rurales, PAAR (crédito de US$ 42.3 millones; 
22 de diciembre 1997 a 31 de enero 2004 (World Bank 2002 y 2004a) y ii. el Programa 
de Administración de Tierras de Honduras, PATH, 1ª fase (crédito US$ 25 millones; World 
Bank 2004). 
 
El PAAR tuvo dos componentes principales: i. modernización de la administración de la 
tierra, y ii. Manejo de recursos naturales, especialmente en bloques de territorio forestal 
de dominio público. El objetivo principal del componente de modernización fue poner a 
prueba un sistema moderno de administración de la tierra basado en el folio real, en los 
departamentos de Comayagua, Cortés, Yoro, Olancho y Francisco de Morazán.6 La 
ejecución del PAAR ha sido evaluada por la FAO y el Banco Mundial con una calificación 
de resultados Satisfactorio, un impacto institucional Significativo, y una sostenibilidad 
Probable (World Bank 2004a).  
 
El PATH es el primero de una serie de 3 operaciones tipo APL previstos por el Banco 
Mundial y el Gobierno hondureño. En esta primera fase, el PATH continuará la labor de 
modernización de los procesos registro catastrales iniciada por el PAAR, lo que 
comprende el traslado de los registros del folio personal al folio real; la incorporación de 
60 municipalidades en 7 departamentos a la aplicación de los nuevos procedimientos 
registro-catastrales y sistemas informáticos; la transición de una estructura de proyecto 
a una institucionalidad más permanente, centrada en el fortalecimiento del IP; y el 
desarrollo de un marco jurídico y regulatorio consecuente con los derechos sobre la tierra 
de comunidades indígenas y afro-hondureñas.  
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Instituciones 
 
El Proyecto de Administración de Áreas Rurales, PAAR (World Bank 1997), fue ejecutado 
por una Unidad de Coordinación bajo la Secretaría de Agricultura y Ganadería de 
Honduras. Con el tiempo, la Unidad ganó importancia e independencia, y fue 
transformada en una Unidad Coordinadora de Proyectos (UCP), para aprovechar las 
estructuras financieras, administrativas y gerenciales para coordinar varias 
intervenciones del gobierno en materia de ordenamiento territorial, incluyendo el nuevo 
Programa de Administración de Tierras de Honduras, PATH (World Bank 2004).   
 
Con apoyo del PAAR, el gobierno hondureño creó en el 2004, el Instituto de la Propiedad, 
IP, como ente desconcentrado de la Presidencia de la República con patrimonio propio e 
independencia administrativa, técnica y financiera. Las funciones del anterior Registro de 
la Propiedad, que dependía de la Corte Suprema, fueron transferidas al IP. El Instituto 
tiene jurisdicción sobre 22 registros (incluyendo 18 en los departos de Honduras), así 
como sobre la anterior Dirección Ejecutiva de Catastro, la Dirección de Propiedad 
Intelectual y el Instituto Geográfico Nacional. (La Gaceta 2004).  
 
La nueva ley anticipa una labor registro-catastral tecnológicamente moderna, incluyendo 
entre las atribuciones del IP (La Gaceta 2004; Artículo 5, de la Ley):  
 
“Coordinar la creación y operación de un sistema integrado de información de la 
propiedad;   
 
Operar una red informática con el propósito de permitir el acceso público a datos 
relativos a la propiedad en el país;  
 
En el artículo 127, la Ley autoriza al IP 
 
“para que haga el uso y ponga en operación firmas y sistemas digitales que 
permitan la implementación electrónica de los procedimientos.”  
 
y en los artículos 112 a 122, hace previsión para un Protocolo Notarial que permita la 
inscripción electrónica de los documentos “en una página Web, en una base electrónica 
de datos o en un medio similar”.7  
 
El órgano de decisión y dirección superior del Instituto de la Propiedad es el Consejo 
Directivo, y está integrado por siete miembros; cuatro de ellos nombrados directamente 
por el Presidente de la República, y otros tres seleccionados por el Presidente a partir de 
una terna propuesta por cada una de las siguientes instituciones: el Consejo Hondureño 
de la Empresa Privada (COHEP; www.cohep.com), la Confederación General de 
Patronatos de Pobladores, y el Instituto Hondureño de Derecho Notarial, INDN (La 
Gaceta 2004).     
 
La Ley de la Propiedad crea, además, la Comisión Nacional de Política y Normativa de la 
Propiedad, CONAPON, con una función de orientación de la política nacional de 
administración de la tierra y la propiedad, y de control social y de denuncia de 
irregularidades cuando estas no sean debidamente atendidas por el Instituto de la 
Propiedad (La Gaceta 2004).  Participan en esta comisión (ad honores) representantes de 
los sectores públicos y privados nombrados por el Presidente de la República por un 
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Cuadro 6. Instituciones representadas en la Comisión Nacional de Política y 
Normativa de la Propiedad 
Instituciones públicas Instituciones privadas 
 
Secretaría de Estado en los Despachos de 
gobernación y Justicia (Preside),  
 
Instituto Nacional Agrario, INA  
 
Corporación Hondureña de Desarrollo Forestal, 
COHDEFOR 
Foro Nacional de Convergencia, FONAC 
 
Confederaciones de Trabajadores 
 
Pueblos Indígenas y Afrohondureños 
 
Asociación de Municipios de Honduras 
 
Asociación Hondureña de Instituciones 
 Bancarias, AHIBA 
 
Cámara Hondureña de la Industria  
de la Construcción (CHICO) 
 
Confederación de Asociaciones  
Campesinas de Honduras 
 
El partido de oposición ganó las elecciones presidenciales de octubre de 2005 y la nueva 
administración tomó posesión el 27 de enero del 2006. El PATH se ha visto afectado por 
la transición de la manera siguiente:  
 
i. Se ha producido una acalorada polémica, muy pública, respecto al 
nombramiento de la dirección del proyecto, que solo se logró resolver a finales de 
mayo. (La Prensa 2006, El Heraldo 2006b) 
 
ii. La nueva administración ha decidido separar la ejecución de los diferentes 
proyectos, y descontinuar la UCP, y se ha manifestado a favor de hacer un cambio 
de unidad ejecutora de la Segretaría de Gobernación y Justicia al IP.  
 
iii. Se ha producido un retraso de 3 meses en el pago de los salarios del personal 
del PATH (El Heraldo 2006). En diciembre del 2005, el PATH contaba con unas 
470 personas en su plantel, a principios de junio solo quedaban unas 150. 
Aproximadamente la mitad de los ex-funcionarios han sido despedidos, la otra 
mitad se ha separado voluntariamente.8  
 
iv. Se paralizaron la totalidad de las actividades de campo del Proyecto (El 
Heraldo 2006a, 2006c, La Tribuna 2006) durante un periodo aproximado de 6 
meses. La principal actividad que continuó, a un nivel bajo de operación, fue el 
mantenimiento de los sistemas informáticos.  
 
Desde su creación en junio del 2004, el IP contó con 18 meses para organizarse y luego, 
desde finales de enero, seis meses para acomodar una nueva administración. El PATH ha 
acompañado la capacitación del personal del IP, sobre todo en lo que se refiere al uso del 
Sistema Unificado de Registros, SURE, en los 7 registros (de 22) incorporados hasta 
ahora al sistema registro catastral modernizado.   
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Sistemas 
 
El Sistema Nacional de Administración de la Propiedad, SINAP, desarrollado por el PAAR-
PATH opera en una plataforma Web para fácil acceso y publicación. El SINAP consta de 
cuatro sub sistemas, siendo el más importante el SURE:   
 
SURE – Sistema Unificado de Registros, integra la información registral sobre 
derechos de propiedad con la información catastral relevada por el proyecto o 
disponible en las municipalidades o en el Instituto Nacional Agrario (Cuadro 7). 
 
SINIT - Sistema Nacional de Información Territorial, que deberá incorporar toda la 
información geográfica generada en Honduras por diferentes instituciones 
oficiales. 
 
RENOT - Registro Nacional de Normativas de Ordenamiento Territorial, que 
incorpora todas las normativas sobre la geografía nacional (zonoficación urbana y 
rural, contaminación y monitoreo ambiental, recursos naturales, antropología e 
historia, servidumbre administrativa) e identifica y alerta sobre inconsistencias o 
conflictos en caso que las haya.  
 
CLEARINGHOUSE – opera como biblioteca virtual que permite compartir 
documentos entre diferentes usuarios.  
 
El SURE hace un uso extenso de firmas digitales al interno del sistema. Todos los nuevos 
títulos que se emiten como parte de la barrida catastral en las áreas del Estado 
trasladada a los ocupantes son inscritas en el IP electrónicamente. El SURE también 
posee un módulo “Protocolo Notarial Electrónico” que en principio permite encomendar la 
inscripción de documentos por medios electrónicos a Delegados Registrales debidamente 
capacitados y certificados. La adopción de este módulo como procedimiento regular de 
actualización del Registro deberá primero ser referendada por el IP, habiendo cierto 
recelo por parte de los notarios de la institución.  
 
Hay tres aspectos notables en los desarrollos informáticos del PATH:  
 
i. Formaron parte de una reingeniería de procesos registro-catastrales, acoplados 
a una legislación moderna, todo con el expreso propósito de aprovechar al 
máximo las posibilidades que ofrece la tecnología para automatizar y acelerar los 
trámites.  
 
ii. Existe una documentación detallada de los procedimientos y sistemas 
informáticos, parte de un esfuerzo deliberado de aseguramiento de calidad y para 
facilitar la capacitación de los usuarios. Incluye manuales de operación detallados 
describiendo los procedimientos, así como documentación y manuales de uso de 
los diferentes módulos del Sistema.   
 
iii. La definición de procedimientos ha tomado en cuenta la necesidad e incentivos 
requeridos para motivar a los diferentes usuarios involucrados (cliente final, 
notarios, personal del IP y de oficinas departamentales, personal del INA, 
administraciones municipales y locales de catastro) y su diseño e implementación 
ha ido acompañado de una campaña paralela de comunicación, convencimiento y 
capacitación sobre los nuevos procedimientos y sistemas.  
   
Como consecuencia de las dificultades experimentadas durante la transición de 
gobiernos, el PATH perdió más de la mitad del personal de diseño de los sistemas 
informáticos. La transición también ha podido poner en riesgo la integridad y 
sostenibilidad del SURE y del SINIT.  
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Cuadro 7. Principales Módulos del SURE - Sistema Unificado de Registros 
Folio Personal: Registro de información de propiedad inmueble con información del sistema registral (antiguo) de folio personal. 
 
Folio Real: Registro de información de propiedad inmueble  siguiendo el sistema de Folio Real. 
 
Fichas de Información de Campo: Información catastral relevada por personal de campo. 
 
Delegado Registral: Permite al Delegado Registral Certificado calificar e inscribir documentos en el IP. 
 
Dictámenes de Regularización y Trámites en línea: Permite la categorización y calificación de inmuebles durante el proceso de 
regularización masiva de propiedades. Permite identificar predios que no presentan conflictos o problemas y que por tanto pueden ser 
registrados fácilmente, y también clasificar aquellos con diferentes tipos de problemas y orientar el flujo de trabajo posterior para su 
resolución, o de ser el caso su consignación en un archivo especial "Reserva de asiento" en aquellos casos que no es posible su traslado al Folio 
Real. 
Regularización Predial: Una vez clasificada las parcelas, este módulo permite ejecutar la regularización, inscribiendo los predios en el 
Registro de la Propiedad. 
  
Titulación de Predios en Colonias Expropiadas (Mesas de Regularización): Apoya el proceso de titulación en colonias expropiadas. 
Permite: consultas sobre el predio y el propietario, calcula el valor del justiprecio a ser pagado por los beneficiarios y las cuotas de pago 
(dependiendo de la forma de pago), y genera documentos como: Compromiso de Pago, Traspaso con Hipoteca, Listado de documentos 
recibidos). Genera información del proceso de titulación para su uso por los Bancos. 
 
Monitoreo del Proceso de Mesas de Regularización: Permite el control, registro y eguimiento de expedientes que ingresan al sistema a 
través del proceso de regularización por necesidad pública. Es utilizada por analistas legales para asegurar confiabilidad en un 100% en la 
entrega de títulos de propiedad. Posibilita la generación de estadísticas, mapas y gráficos. 
 
Registro de Personas Naturales y Jurídicas: Registro con información de titulares de bienes inmuevles. 
 
Registro de Funcionarios: Información sobre los funcionarios con acceso al SURE. 
 
Registro de poderes legales: Registro de la información de poderes legales concedidos a personas jurídicas o naturales. 
 
Protocolo notarial electrónico: Sistema que permite la implementación de la inscripción electrónica de los documentos, conforme a lo 
previsto por la Ley de la Propiedad en Artículos 112 a 127. Además de registradores funcionarios del IP, permite la participación en la 
inscripción de los documentos registrales, de un Delegado Registral debidamente capacitado y certificado. 
 
Comunes: Archiva de forma centralizada toda la información de utilidad común para los diferentes módulos. Facilita su actualización y 
mantenimiento. 
 
Red de soporte SURE: Incorpora la funcionalidad de chat y foro para el personal de soporte de los sistemas. 
 
Catastro: Recaba la información de cada predio, incluyedo datos geográficos, descripción de propietarios, uso del suelo e información de la 
infraestructura del predio. Este módulo permite el mantenimiento de la información catastral.   
Fuente: Inventario detallado de Módulos SINAB y PATH (actualizado a 13 de diciembre del 2005, y Manuales Operativos del PATH. 





El Proyecto de Ordenamiento de la Propiedad, PRODEP, apoyado por un crédito del Banco 
Mundial (US$ 32.6 millones; World Bank 2002), es un proyecto de transición y de 
desarrollo institucional. Se propone desarrollar una institucionalidad más coherente y una 
metodología de trabajo más técnica para la regularización y administración de los 
derechos sobre la tierra en Nicaragua. Los principales componentes del proyecto son: 
i. desarrollo y aplicación de un proceso sistemático registro-catastral en tres 
departamentos, Estelí, Madriz y Chinandega, como experiencias piloto que servirán para 
posterior replicación en el resto del país; ii. demarcación y consolidación de áreas 
protegidas en esos tres departamentos; y iii. demarcación, titulación y registro de 15 
territorios y comunidades indígenas en las Regiones Autónomas del Atlántico Norte 




Las principales instituciones participantes en la ejecución del PRODEP son:   
 
i. El Registro Público de la Propiedad Inmueble y Mercantil, dependencia de la 
Corte Suprema de Justicia con oficinas en cada uno de los departamentos y en las 
regiones autónomas del país.  
 
ii. El Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales, INETER, ente 
descentralizado del poder ejecutivo responsable por mantener el catastro físico, la 
geodesia, la cartografía, la meteorología y el ordenamiento territorial en 
Nicaragua.  
 
iii. La Intendencia de la Propiedad, dependencia del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, responsable por resolver las incongruencias y situaciones de 
conflicto en los dominios de propiedad urbana y rural que surgieron a raíz del 
proceso de reforma agraria.    
 
Otras autoridades involucradas incluyen: la Dirección de Políticas de Tierras del Ministerio 
Agropecuario y Forestal, las municipalidades, la Dirección General de Catastro Fiscal del 
Ministerio de Hacienda, y MARENA.  
 
El documento del proyecto anticipaba un cambio legislativo que unificara la labor de 
administración de tierras en una única agencia (Instituto de Tierras, según World Bank 
2002), pero durante la ejecución esa opción ha sido descartada por considerársele 
políticamente inviable. Ahora se prevé la unificación de los procesos registro-catastrales 
por vía de los sistemas informáticos y mediante acuerdos de cooperación entre dos 
instituciones clave, INETER y el Registro Público, y la colaboración de otras entidades. La 
Ley correspondiente al catastro fue aprobada en noviembre del 2004 (Asamblea Nacional 
de Nicaragua 2005). La Ley General de los Registros Públicos se encuentra como 
anteproyecto bajo discusión por la Asamblea Nacional de Nicaragua (2001).  
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Sistemas 
 
El PRODEP ha llevado a cabo un extenso trabajo preparatorio para el desarrollo y la 
implementación de un Sistema Integrado de Información Catastro-Registral, SIICAR (ver 
EuroGeo 2003, 2003a, 2003b y PRODEP 2003), que culminó en la preparación de los 
términos de referencia utilizados en la licitación y la contratación de la empresa que se 
ocupará del desarrollo y la puesta en marcha del SIICAR. El contrato es por un costo 
igual a US$ 1.5 millones y tiene una duración de 18 meses. El consorcio ganador9 se 
encuentra trabajando hace unos 7 meses, colaborando con el equipo de contraparte de 
PRODEP. 
 
El trabajo preparatorio incluyó un análisis de las siguientes opciones (EuroGeo 2003b):  
 
i. desarrollo del sistema informático aprovechando diferentes sistemas existentes 
(9 en total);   
 
ii. adaptación del SIRyC de El Salvador a los requerimientos de Nicaragua;  
 
iii. construcción de un Sistema enteramente nuevo, diseñado para responder los 
requerimientos específicos institucionales y técnicos de Nicaragua.  
 
La opción de desarrollar el SIICAR a partir de los sistemas existentes fue descartada 
como estrategia base, por que por lo general se trata de soluciones parciales ad hoc  que 
cumplen una función específica pero sin integración a otros sistemas e instituciones. 
Tratar de integrarlos a las necesidades de un trabajo inter-institucional multifuncional no 
fue considerada una opción practicable.  
 
El Sistema de Información Territorial (SIT) realizado por un proyecto para INETER en 
1998-99 se destaca entre los sistemas existentes como el esfuerzo previo más completo. 
El SIT es un sistema de información geográfica desarrollado para proyectos pilotos en 
7,000 Km2 Comprende dos módulos: el Centro de Producción (CPROD) que administra la 
base de datos geográficos y alfanuméricos y permite actualizar y darle mantenimiento a 
la información catastral, y el Sistema de Información y Consulta que facilita el acceso a la 
información a través de páginas Web. (INETER). Según el Grupo Cívico Etica y 
Transparencia (2004), el SIT fue desarrollado a un costo aproximado de US$ 1,253,000.  
 
En junio del 2002 falló el disco duro que alojaba el SIT y desde entonces se dejó de usar 
el sistema y de actualizar la información catastral. Unos trece funcionarios de INETER 
capacitado en el uso del SIT por el proyecto MICADO se encuentran ahora reasignados a 
otras funciones. Las licencias de software adquiridas datan de 1998-1999 y no han sido 
renovadas. (EuroGeo 2003b). Los motivos del abandono del SIT no están claros, pero la 
experiencia demuestra que “no basta desarrollar un sistema informático para 
informatizar la institución.” (EuroGeo 2003) Se requiere un compromiso institucional con 
el uso y el mantenimiento del sistema. 
 
Personal de PRODEP y de EuroGeo visitaron El Salvador para conocer el SIRyC y estudiar 
la posibilidad de adaptar el sistema para uso en Nicaragua. Aunque el SIRyC contempla 
la mayoría de funciones requeridas para Nicaragua, su adaptación fue descartada, 
principalmente por falta de documentación técnica actualizada sobre el Sistema que 
permitiera una evaluación deliberada de su adaptabilidad a los requerimientos de 
Nicaragua.10 Tampoco se logró evaluar el costo de la transferencia del SIRyC, en parte 
por tratarse de una primera instancia de colaboración de este tipo. La opción 
seleccionada, sobre la cual se está trabajando, es el desarrollo de un sistema nuevo 
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Cuadro 8. Principales Módulos del Sistema Integrado de Información Catastro-
Registral  
SIICAR-VU Sistema de recepción de documentos en Ventanilla Única. Presupone 
acuerdo interinstitucional que elimine la necesidad de que un usuario 
tenga que realizar trámites registro-catastrales en oficinas diferentes. 
SIICAR-REG Facilitará la labor de administración de la información registral de 
conformidad con la ley. 
SIICAR-CAT Facilitará la actualización de la información catastral, principalmente 
por delegatarias de Catastro y autoridades municipales con apoyo y 
bajo la normativa de INETER. 
SIICAR-COM Módulo de Comunicación que regulará la integración de los dos 
procesos, registro y catastro, controlando el transporte, la seguridad y 
la conformación de una base única de datos. 
SIICAR-EJOP Módulo de Ejecución Operativa que ejercerá control sobre los trámites 
y expedientes y los empujará según la reglamentación y 
procedimientos predeterminados, de un paso al siguiente.  
SIICAR-CONS Permitirá a los usuarios (ciudadanos beneficiarios o sus 
representantes o usuarios institucionales) consultar la base de datos, 
dependiendo de autorizaciones de acceso pre-establecidas. 
SIICAR-ADMIN Regula permisos y mantiene el flujo y la seguridad del sistema.    
 
 
El SIICAR está siendo desarrollado de una forma laudable, siguiendo términos de 
referencia detallados completos y atenuando el impacto de los riesgos requiriendo que la 
empresa contratada desarrolle el sistema por módulos y aplicando el Proceso Racional 
Unificado (Rational Unified Process o programación por capas).  
 
No obstante esas cualidades, el éxito del SIICAR está sujeto a importantes riesgos de 
orden institucional:  
 
i. La creación de una ventanilla única de servicios requiere un acuerdo y una 
coordinación entre el Registro Público de la Propiedad Inmueble y Mercantil e 
INETER. Adicionalmente, se propone que las Municipalidades se ocupen de 
mantener el catastro físico por encargo y acuerdo con INETER y bajo el control de 
calidad del Instituto. Estos cambios en la forma de operar implican compartir 
ingresos entre instituciones, de manera que el sistema pueda sufragar los gastos 
del servicio unificado. No hay antecedentes que confirmen la viabilidad práctica de 
esta propuesta. 
 
ii. La creación de un registro digitalizado de alta seguridad vinculado a una 
información catastral fidedigna es factible de un punto de vista informático, pero 
requerirá de la voluntad política de al menos dos instituciones (La Corte Suprema 
de Justicia e INETER). Requiere además confianza respecto a la estabilidad futura 
de cualquier acuerdo inter-agencial, ya que de lo contrario pondría en riesgo la 
fiabilidad de los registros de propiedad. Si bien los registros tienen un alcance 
limitado (mayormente a servir la propiedad urbana), mantienen cierto respeto por 
parte de la ciudadanía como lo demuestran aranceles que superan  US$ 2.5 
millones al año. 11 La evidencia respecto a la viabilidad y estabilidad de un acuerdo 
interagencial de este tipo no es alentadora. 12     
 
iii. El Proyecto de Ley General de Registros Públicos bajo consideración por la 
Asamblea Nacional desde el 2001 prevé la creación de un Sistema Nacional de 
Registros (SINARE) que unifica los diversos registros del país en una sola 
institución, pero siempre dependiente y subordinada presupuestariamente a la 
Corte Suprema de Justicia (EuroGeo 2003b, inciso 3.2.4.1.1) Dejar la 
sostenibilidad del sistema informático en manos de la aprobación presupuestaria 
de una institución con objetivos y afán diario distantes de los del SINARE, podría 
comprometer la sostenibilidad del SIICAR.13  
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iv. A inicios del año próximo Nicaragua experimentará un cambio de Gobierno, lo 
cual crea incertidumbre respecto a las reformas previstas en los procesos registro-







El Programa Nacional de Administración de Tierras (PRONAT) fue establecido con el 
soporte de un préstamo del Banco Mundial (World Bank 2000), pero fue reestructurado 
en Marzo del 2006 (World Bank 2006) en respuesta a demoras iniciales en la ejecución. 
El monto total del proyecto ahora asciende a US$ 58.6 (reducido de una cifra original de 
US$ 72 millones) pero mantiene los objetivos originales. Los componentes del proyecto 
son: i. Fortalecimiento de la política, y el marco jurídico e institucional para la 
administración de la tirrra; ii. Modernización de los servicios de regularización de la 
tierra, incluyendo el desarrollo y la ejecución del Sistema Integrado de Información 
Catastro-Registro (SIICAR); iii. Consolidación de áreas protegidas y territorios indígenas; 
y iv. Administración, monitoreo y evaluación.    
 
El PRONAT también recibe apoyo de un proyecto del Banco Interamericano de Desarrollo 
que asciende a US$ 32 millones (BID 2002) y tiene componentes semejantes a los del 
proyecto del Banco Mundial. El desarrollo y la impementación del Sistema Integrado de 
Información Catastro-Registro, SIICAR, es financiada por el Banco Mundial pero 




Las principales instituciones participantes en la ejecución del PRONAT son: 
 
El Registro Público de Panamá, separado en 1999 del Ministerio de Gobernación y 
Justicia e instituido como ente autónomo, administrativamente independiente y 
con patrimonio propio, sujeto a la fiscalización de la Contraloría General 
(Asamblea Legislativa 1999).  
 
La Dirección General de Catastro y Bienes Patrimoniales (DCBP), dependencia del 
Ministerio de Economía y Finanzas, responsable por levantar y darle 
mantenimiento al catastro en el territorio nacional.   
 
Participan también en el PRONAT la Dirección Nacional de Reforma Agraria (DINRA) y la 
Autoridad Nacional del Ambiente (ANAM).  
 
Para el 2006 el Registro Público tiene un presupuesto de US$ 25 millones; cifra que 
incluye transferencias al Estado por US$ 15,717,480 y un programa de inversiones de 
US$ 4.7 millones, de los cuales US$ 1.0 millones están destinados al programa de 
modernización de los sistemas tecnológicos (www.registro-publico.gob.pa/).   
 
Por ley, el Director del Registro Público debe ser abogado nombrado por el Órgano 
Ejecutivo por un período fijo de 5 años, y puede ser confirmado por un período adicional. 
De esta forma se obtiene continuidad ejecutiva y estabilidad institucional, independiente 
del período de gobierno de 4 años. La autoridad máxima del Registro Público es la Junta 
Directiva integrada por 6 miembros: el Ministro de la Presidencia (Preside), el Ministro de 
Gobierno y Justicia, el Ministro de Economía y Finanzas, y tres miembros designados por 
el Presidente de la República, “representativos de los sectores financieros y servicios, la 
abogacía y la construcción”. El contralor tiene derecho a participar, con voz pero sin voto, 
en las reuniones de la Junta Directiva. 
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La DCBP juega un rol importante para el ejecutivo, ya que genera la base para el cálculo 




El proyecto del Banco Mundial prevé la contratación de una empresa que desarrolle e 
instale el Sistema Integrado de Información Catastro-Registro (SIICAR); pero, al igual 
que otros componentes del proyecto, su implementación se ha dilatado.  
 
El personal técnico del Registro Público forma parte del grupo técnico encargado de la 
supervisión de la implementación del SIICAR, pero, ante las demoras experimentadas, el 
Registro se ha visto obligado a ir adelante con mejoras en su infraestructura y sistemas.  
 
Durante 5 años (1998 a 2003) el Registro llevó adelante con recursos nacionales un 
proyecto de modernización informático. Se contrató una empresa especializada14 que se 
encargó del montaje de un Sistema de Registro Digital (REDI), que ahora el propio 
personal del Registro administra directamente. El proyecto incluyó la instalación de: una 
red de 100 computadoras de trabajo con monitores de alta resolución, infraestructura de 
fibra óptica para la red de área local, servidores de Base de datos y unidades de 
almacenamiento tipo Jukebox, scanners, digitalización de 19 millones de documentos y 
desarrollo de un software acoplado a las necesidades del registro. El proyecto permitió el 
establecimiento de un sistema de consulta por parte del público del estado de avance de 
trámites vía Web.   
 
Actualmente el Registro trabaja con dos sistemas informáticos, el Sistema Registral 
donde se alojan los documentos inscritos y el sistema REDI que facilita el manejo de las 
imágenes digitalizadas. La infraestructura existente en ambos casos resulta insuficiente y 
se requiere una reestructuración completa para poder atender las consultas que se 
atienden diariamente por el Registro, sobre todo ante la naturaleza crítica de un servicio 
expedito requerido a los principales clientes (bancos, abogados, navieras).  
 
Los sistemas informáticos del Registro utilizan plataformas tecnológicas antiguas (por 
ejemplo, con bases de datos no relacionales) y se requiere una migración a una nueva 
plataforma más robusta y moderna. Una migración de ese tipo requiere cuidado, para no 
interrumpir el ritmo de trabajo ordinario y para preservar la seguridad e integridad del 
patrimonio registral de la institución. 
 
El departamento de informática de la DCBP también tiene su propio sistema, desarrollado 
internamente, el Sistema de Información Catastral, SIC, en plataforma Web que le 
permite automatizar gran parte de sus trámites.  
 
No existe en la actualidad comunicación o interacción entre el SIC y los sistemas del 
Registro Público. La información registral requerida por Catastro se le da entrada al SIC 
manualmente por personal de la DCBP que trabaja alojada en las oficinas del Registro. 
Esta situación, se explica por medidas de seguridad y limitación de accesos a sus 
sistemas por parte del Registro.  
 
Los catastros realizados por el PRONAT en sus primeros años se hicieron sin una 
metodología uniforme, por lo que las empresas consultoras que realizaban los catastros 
entregaban información incompleta que no permitía la construcción de una base de datos 
consistente. Afortunadamente, la nueva administración de PRONAT le ha dado prioridad a 
desarrollar esta importante tarea y está intentando recuperar y uniformizar la 
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Sin sostenibilidad, un catastro no es más que un censo que se desactualiza rápidamente 
(Burns 2001) y una pérdida de recursos. La sostenibilidad del catastro depende de los 
mecanismos de actualización permanente de los registros públicos, que en la subregión 
son los que convalidan los derechos de propiedad. 
 
Carcach (2004) estima que en el departamento de Sonsonate, El Salvador, donde el CNR 
ha completado la regularización, un 93% de las nuevas transacciones son registradas por 
los interesados en el CNR. Daly (1999) sugiere que el porcentaje de propiedades sin 
registrar puede ser tan alta como 60%, sobre todo considerando áreas en las que el CNR 
aún no ha realizado su barrida catastral.       
 
Para Honduras no hay estadísticas, pero según una representante de los Notarios de 
Comayagua, departamento donde el PATH ha completado la barrida catastral, las nuevas 
transferencias de propiedad (posteriores al período de barrida catastral) no se están 
haciendo por documento privado como se hacían antes, sino por documento inscrito en el 
Instituto de la Propiedad. Eso está ocurriendo, a pesar de que el monto que cobra un 
notario por inscribir un predio en el IP es 10 veces mayor (4,000 Lempiras o US$ 210 
para una propiedad de 2 ha) que lo que cobra un notario por ejecutar un documento 
privado (unos 400 Lempiras US$ 21). 
  
Los registros públicos se desactualizan esencialmente por dos tipos de acciones: por 
compra y venta de inmuebles (o modificación de los derechos de compra-venta como es 
el caso de la hipoteca), o por alteraciones en la conformación de las propiedades, por 
ejemplo por desmembraciones o por la fusión de varias propiedades en una.15 
(Zevenbergen 2004)  
 
El caso de compra venta es el más común. Una vez que los ciudadanos en una zona 
cuentan con el título obtenido durante el período inicial de regularización (barrida 
catastral), se requiere que al momento de realizar compras y ventas subsiguientes los 
pobladores valoren y confíen en la seguridad jurídica que le da el servicio registral al 
punto de estar dispuestos a incurrir los gastos necesarios para mantener el registro 
actualizado por iniciativa propia. No es necesario que la ley exija la inscripción; el debate 
entre si el registro debe ser constitutivo o optativo no es muy relevante. Lo que hace 
falta es que a los ojos del residente rural, los beneficios sean palpables, el sistema 
registro-catastral sea confiable y los costos de registro, incluyendo los tiempos de espera 
y tramitación, estén a su alcance.  
 
Las desmembraciones ocurren por lo general en casos de herencia en los que las partes 
de la transacción tienen confianza entre si. Demoras en registrar el cambio no presenta 
problema para las partes por que el derecho de propiedad lo detenta o el padre o el hijo, 
personas que se conocen y se tienen confianza, y es fácil dejar para “más adelante” el 
registro formal del cambio.  
 
Estudios recientes en Saint Lucia sugieren que las desmembraciones por herencia no 
registradas representan el principal motivo de desactualización de la información registral 
(Griffity-Charles 2004, Barnes y Griffity-Charles 2006). Saint Lucia es un país pequeño 
(616 km2; 158,000 habitantes en 2001) donde entre 1984-1987 se regularizaron la 
totalidad de las propiedades. Dieciséis años más tarde, en 2002, un 28% de las 
propiedades habían sido desmembradas por herencia, sin que en ningún caso fuera ese 
cambio registrado formalmente en el registro público.   
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Para contrarrestar la desactualización por herencia, es necesario instituir mecanismos de 
alerta que tomen nota de esos cambios en la base de datos catastrales.16 Las 
instituciones decentralizadas (municipalidades) pueden jugar un rol importante en estos 
casos por que tienen un incentivo directo en la actualización de su catastro fiscal.       
 
La sostenibilidad del esfuerzo registro-catastral requiere incentivos – para el beneficiario 
y para las instituciones - que auspicie el mantenimiento del esfuerzo una vez sucedida la 




Para que los beneficios de la regularización sean duraderos, es necesario 
anticipar y planificar en forma explícita como se verán afectados los beneficios y 
costos que percibe el residente rural respecto al registro de futuras 
transacciones, y asegurar que los incentivos que determinan las acciones de las 
instituciones auspician la sostenibilidad. En esencia se requiere:  
 
i. Aumentar el beneficio y reducir los costos del interesado – la persona 
que detenta el derecho de propiedad - de registrar los subsiguientes 
cambios, transferencias, desmembraciones, agrupaciones, o hipotecas 
que modifiquen la situación jurídica del predio.  
 
ii. reducir los costos de los procesos y poner en práctica incentivos que 
faciliten y apoyen la actualización permanente de la información 





La confianza en la seguridad jurídica del registro es fundamental para la 
sostenibilidad de los beneficios de regularización. La inscripción del acto de compra o 
venta de un inmueble o de cambios en la formación de una propiedad en el registro 
público tiene que darle confianza al usuario de que sus derechos serán protegidos contra 
reclamos de terceros. Si la comunidad o una buena parte de sus miembros perciben que 
la inscripción de transformaciones en su propiedad no protege sus derechos, recurrirán a 
mecanismos informales como el documento privado.  
 
La corrupción le resta confianza a las instituciones registrales y deprecia el valor de la 
inscripción registral. En Guatemala, previo a las reformas, los funcionarios del RGP 
recibían frecuentemente gratificaciones por procesar un documento, completar su 
inscripción, o inclusive por procesar inscripciones fraudulentas o defectuosas, cambiar los 
records o certificar documentos falsos (Trackman, Fisher y Salas 1999a). Algo semejante 
ocurría en el caso de El Salvador previo a su modernización, donde el antiguo Registro de 
la Propiedad e Hipotecas era conocido como una de las instituciones más corruptas del 
país (Daly 2006). En Nicaragua, la mayoría de las situaciones de fraude se produce por la 
doble inmatriculación de las propiedades o por errores, imprecisión o desactualización en 
la información registral (EuroGeo 2003). 
 
Cuando los registros fallan en su rol de guardianes de los derechos de propiedad pierden 
la confianza de la población, y el sistema colapsa por la deserción de los usuarios 
(Arruñada 2003, página 422). Los registros públicos por lo general logran proteger los 
bienes de la población urbana próspera, pero no así la propiedad rural. Ello deriva en una 
falta de confianza en el servicio registral  y es uno de los motivos por lo cual el residente 
rural no utiliza los servicios registrales.17   
 
La sistematización y la informatización de los procesos disminuyen las posibilidades de 
error, corrupción y fraude. En Guatemala, la conversión de documentos de papel a 
electrónicos, ha reducido los errores que antes se producían al transcribir información de 
los originales a los libros registrales, y de un libro a otro. Ahora con un sistema de 
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control sobre las autorizaciones y las enmiendas a los documentos, los cambios no 
autorizados son prácticamente imposibles (Trackman, Fisher y Salas 1999a). Inclusive 
hoy día, después de las reformas, el departamento jurídico del RGP identifica entre 2 y 4 
situaciones de fraude a la semana.  Daly (2006) estima que los problemas de corrupción 
que antiguamente plagaban el registro de la propiedad salvadoreño ya no ocurren en el 
CNR, pero se pregunta hasta que punto el tratamiento preferencial a algunas empresas 
en los procesos registrales pueda o no estar dando cabida a la corrupción. 





Mantener la seguridad, la confianza y la probidad debe ser una preocupación 
permanente de los registros de propiedad.  
 
i. Los proyectos de administración de tierra deben procurar que sus acciones 
refuercen la confianza del público en el servicio registral. 
 
ii. Ganar la confianza de comunidades rurales es un desafío singular, cuya 
superación requiere una estrategia específica con acciones dirigidas a reducir 
las distancias culturales y físicas que actualmente excluyen esas comunidades 
de los beneficios del servicio registral. 
 
Ahorros en procesos y tiempos de tramitación  
 
Los sistemas informáticos combinado con la reingeniería de los procedimientos, han 
permitido un sensible aumento en la eficiencia de los servicios de administración de 
tierras. Según Hurtado, Pleitez y Díaz (2004), en la oficina registral de Santa Ana, El 
Salvador, el tiempo de procesamiento registral era en promedio de 128 días en el año 
2000, y bajó a 23 a 29 días en el 2001-2003 después que el SIRyC entró en 
funcionamiento.  
 
En Honduras. El PATH estima que los tiempos de inscripción registral se han reducido de 
seis meses a quince días en Tegucigalpa y San Pedro Sula, mientras que la 
implementación del folio real usando el SINAP ha permitido duplicar el número de 
transacciones realizadas mensualmente en el registro de Comayagua (PATH 2006). 
 
La experiencia demuestra que es posible adquirir computadoras y automatizar algunos 
procedimientos sencillos rutinarios, pero para que la tecnología tenga un impacto 
significativo se requieren cambios paralelos en los procedimientos 
institucionales; o sea, se requiere reingeniería de la forma tradicional de hacer las 
cosas (Brynjolfsson y Hitt 2003; Dedrick, Burbaxani y Kraemer 2002).  
 
Cambios en los procesos por lo general requieren cambios en las tradiciones y culturas, 
tanto al interno como al externo de la institución. Ello puede ser una limitante al cambio 
(por ejemplo, en el RGP algunos libros no han sido escaneados para que algunos 
funcionarios no pierdan su puesto), pero invariablemente requiere:  
 
sistemas formales de documentación y control de calidad (como en el PATH en 
Honduras, en el CNR en El Salvador y en Kadaster en Holanda, Wubbe 2005);  
 
respaldo político para introducir las reformas legislativas que sean necesarias;  
 
y liderazgo combinado con capacidad de convencimiento, del personal de la 
institución (de nuevo, en el RGP, el cambio a reparto electrónico de expedientes 
fue sometido a consideración y voto de los operarios), o al externo de la 
institución (por ejemplo, los cambios en procedimientos y la legislación en El 
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 R3 
 
En sistemas y procesos informáticos registro-catastrales donde los errores 
pueden tener repercusiones graves (pérdida de confianza, demandas judiciales, 
demoras en los servicios, aumentos en los costos) es indispensable instituir y 
documentar sistemas de control de calidad. 
 
Cultura y redes sociales  
 
La formación de una cultura de inscripción formal de los derechos de propiedad es 
necesaria (Burns 2001), pero está supeditada a las condiciones de mercado. Cuando las 
transacciones de inmuebles ocurren entre miembros de comunidades pequeñas aisladas 
el beneficio de un registro formal es exiguo.  
 
Gran parte de las zonas rurales de Centroamérica se encuentran en una situación 
intermedia, con solo unas pocas personas con títulos inscritos pero con un mercado de 
tierras bastante activo. El valor de un título inscrito es bajo en parte por que la mayoría 
de los vecinos tampoco tienen título válido. Los efectos de red son importante: un título 
inscrito en el registro tiene mucho más valor cuando todos los vecinos también tienen 
títulos convalidados por el Estado. Los proyectos auspiciados por el Banco - por ejemplo, 
PATH en Honduras, y el CNR en El Salvador - fomentan el desarrollo de una cultura de 
registro mediante intensas campañas de comunicación social parte del proceso de barrida 




Las campañas de comunicación social parecen ser una fórmula efectiva para 
auspiciar una “cultura” de inscripción formal de los derechos sobre la tierra y 
deben formar parte de los esfuerzos de regularización. Esas campañas deben 
comprender una explicación a la ciudadanía de cómo ahora los trámites de 





La experiencia reciente en Panamá muestra el riesgo de apurar la regularización, sin 
antes contar con: i. una forma de inscribir los resultados del proceso catastral en una 
base de datos vinculada al registro de la propiedad; y ii. procedimientos de bajo costo 
que permitan el registro continuo de las transacciones subsiguientes. La nueva 
administración del PRONAT está tratando de recuperar y rescatar la información 
relevada, conformando bases de datos que puedan eventualmente ser incorporadas al 
Registro Público y al SIICAR, una vez que este haya sido desarrollado. Es una buena 
iniciativa, pero lo más probable es que eventualmente sea necesario hacer un nuevo 
(doble) esfuerzo de recuperación y actualización de los datos registro-catastrales debido 
al inevitable proseguir de transacciones de inmuebles en las áreas catastradas.  
 
Desafortunadamente se trata de una experiencia que se repite con demasiada 
frecuencia; en parte por que el catastro y la repartición de títulos es una actividad 
políticamente muy visible y atractiva, mientras que la reingeniería de procesos y la 
articulación de las bases de datos del catastro y el registro son tareas complejas y árduas 
pero de bajo perfil político.  
 
En una experiencia inicial del PAAR en Comayagua, se procedió a hacer un catastro sin 
antes definir una forma de integrar la información en una base de datos y sin prever 
vínculos con la información registral (los documentos no estaban escaneados ni 
georeferenciados). Año y medio después, no habiendo forma de vincular la información 
anterior, fue necesario rehacer el catastro, esta vez cerciorándose desde el principio la 
conformación de una base de datos registro-catastral integrada, y teniendo en su lugar 
incentivos (costos bajos, procedimientos claros y sencillos) para que la población 
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beneficiaria inscribiera cambios en los derechos de propiedad, así como responsabilidades 
y procedimientos institucionales claros para anotar los cambios en el SURE.  
 
Lo más probable es que en Guatemala el catastro realizado en el Petén también se 
desactualice, en vista de que no se ha establecido un vínculo que integre la información 
catastral con la registral, sea de las propiedades catastradas o de las nuevas 




El desarrollo de los sistemas de información registro-catastrales, la definición y 
reingeniería de los procedimientos, y la articulación y establecimiento de los 
incentivos (de beneficiarios y de instituciones) necesarios para el registro de 
cambios subsiguientes en los derechos y en la conformación de los inmuebles, 
deben tomar precedencia sobre los esfuerzos catastrales. De lo contrario, el 
resultado más probable será una pérdida substancial de tiempo y dinero.   
 
Ventanillas de atención registral   
 
La distancia de las comunidades rurales de las oficinas registrales afecta la confianza en 
las instituciones y su capacidad para proteger la propiedad rural, y aumenta los costos al 
residente rural en términos de tiempo y de costo de traslado. La distancia a los registros 
constituye además una barrera que obstaculiza la formación de una cultura de registro 
de la propiedad. La situación es peor en zonas donde predominan poblaciones de etnia, 
cultura y educación diferente, donde por diferencias sociales y malas experiencias del 
pasado la confianza en la protección que pueden dar los registros es cuestionada por la 
población.  
 
La comparación entre países en el Cuadro 9 sirve de indicador general, si bien impreciso. 
Lo que cuenta es la distancia de las poblaciones y áreas densamente pobladas a las 
oficinas y no el territorio o la población total. Pero no cabe duda que las ventanillas 
registrales de atención rural en los países de estudio son exiguas. El caso extremo es 
Guatemala, donde solo hay dos sedes registrales y unas pocas ventanillas subsidiarias 
receptoras de documentos; pero es también grave en los otros países. 
 












El Salvador 10 2,104 210 6,614 661 
Guatemala 6 10,889 1815 12,661 2,110 
Honduras 18 11,209 623 7,099 394 
Nicaragua 17 13,000 765 5,508 324 
Panamá 7 7,552 1079 3,177 454 
      
Noruega 87 324 4 4,575 53 
Fuente: La información de Noruega proviene de Onsrud (2003) 
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El número de notarios que prestan servicio en áreas rurales es lo que más importa. 
Actualmente son ellos los responsables por tramitar la mayoría de los documentos ante 
los registros y por tanto constituyen la “ventanilla” más próxima al residente rural. Al 
respecto, tres innovaciones notables se han observado en los proyectos estudiados.  
 
Primero, el número y la calidad de servicios ofertados por medios electrónicos y 
via Web va en aumento en prácticamente todos los países del estudio. El Internet 
permite un aumento a bajo costo en el acceso rural a servicios registrales. 
Noruega, por ejemplo, está reduciiendo el número de oficinas de servicio rural, 
anticipando un aumento en la provisión de servicios registrales via Web.  
 
Segundo, el PATH en Honduras está desarrollando una forma de acercar al 
ciudadano al registro, que comprende la formación y certificación de “delegados 
registrales”. Estos delegados registrales estarán autorizados a realizar el registro 
por medios electrónicos por medio del SURE. El delegado registral en esencia 
combina las funciones del registrador del IP con la del notario, de esta forma 
abaratando costos y acercando el servicio registral al ciudadano. 
 
Tercero, también el PATH, ha comenzado a establecer redes inalámbricas 
municipales, comenzando en Tegucigalpa para darle servicio de conectividad a 
bajo costo y con alta seguridad, a las instituciones usuarias del SINIT. Una 
segunda red será instalada pronto en Comayagua, gracias a un acuerdo reciente 
del PATH con COHCIT. Este tipo de desarrollos puede contribuir a aliviar las 
deficiencias actuales en el acceso a Internet en municipalidades pequeñas. 
 
La falta de conectividad y el desconocimiento básico sobre el uso de las computadoras 
son un problema generalizado, que está impidiendo un uso más difundido de los servicios 
registro-catastrales vía Web. No obstante, en Honduras (y probablemente también en 
otros países) algunos notarios en Comayagua, están realizando consultas sobre 
inmuebles e iniciando sus trámites usando cibercafés; y las autoridades municipalidades 
utilizan el SURE via Web para consultar y actualizar la información catastral. Aparte de 
los cibercafés que se han difundido rápidamente en Centroamérica y comienzan a 
penetrar las áreas rurales, la mayoría de los países del estudio también tienen programas 
que auspician telecentros rurales (Cuadro 10).  
 
 
Cuadro 10. Principales programas de telecentros auspiciados por el  
Estado en los países del estudio 
 Agencia responsable Programa 
No. de 
centros* 
El Salvador  Asociación Infocentros Infocentros 40 
Guatemala 
COPRE - Comisión Presidencial para la 
Reforma y Modernización del Estado Telecentros 150** 
Honduras 
Consejo Hondureño de Ciencia y 
Tecnología, COHCIT 
Centros Comunitarios 




Sistema de Información Agrícola, 
Ministerio de Agricultura 
Centros de Información 
para el Desarrollo 
12 
Panamá Asociación Infoplaza, SENACYT Infoplazas 71 
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Acercar el residente rural al servicio registral es una tarea fundamental para 
consolidar una cultura de registro de transacciones subsiguientes al catastro. 
Algunas medidas a considerar incluyen: 
 
i. aumentar la oferta de servicios registro-catastrales disponible via web;  
 
ii. aumentar la capacidad de los notarios y autoridades municipales para 
prestar servicios registro-catastrales usando medios electrónicos, lo cual 
requiere la capacitación en el uso elemental de computadoras 
(alfabetización digital) y capacitación en el uso específico de los sistemas 
informáticos de servicio registro-catastral;  
 
iii. formar “registradores auxiliares” que complementen y substituyan en 
parte la labor notarial en el medio rural;   
 
iv. aumentar el acceso a la conectividad en las municipalidades.   
 
Sistemas, incentivos e inclusión rural 
 
En términos generales, las instituciones involucradas en la administración de tierras no 
integran la información del registro con el catastro y son muy frágiles a vaivenes 
políticos. En el caso particular de los registros, se trata de monopolios de Estado pero 
que no siempre están sujetos a una debida fiscalización o control  social. Están 
dominados por notarios y predominan actitudes y expectativas tradicionales no obstante 
que el rol del notario está cambiando; y carecen de incentivos para la inclusión del 
servicio rural. Las municipalidades pueden contribuir a la actualización del catastro en 
áreas rurales, pero su función de carácter administrativo y para efectos fiscales resulta 
incompleta respecto a la protección de derechos de propiedad. De ahí la importancia de 
crear mecanismos para mantener actualizado y darle seguimiento permanente a la 




Los registros de propiedad de América Latina por lo general requieren que las solicitudes 
de inscripción de documentos sean preparadas por un notario.18 Este requisito es hoy día 
considerado un vestigio del pasado, que donde se practica mantiene los costos de 
transferencia de la propiedad artificialmente altos. Arruñada (2004, 2004a) señala que la 
existencia de un registro de propiedad fuerte y confiable reduce la contribución del 
notario al proceso, y que la estandarización creciente de los contratos de derechos de 
propiedad combinado con la mayor seguridad que brindan los medios electrónicos están 
haciendo redundante la participación de notarios y abogados en el proceso registral.  
 
El costo de vender una propiedad es superior en un 26% en países donde es obligatorio 
que los notarios preparen el contrato de venta, comparado con países que no requieren 
la intervención del notario (World Bank 2006a). El problema ha afectado inclusive a 
países desarrollados como Holanda donde aún el notario mantiene responsabilidad por la 
preparación de la escritura de compra-venta (Louwman 2003). El estudio del Banco 
recomienda la eliminación del requisito; o sea, que la participación del  notario en el 
proceso de inscripción registral no sea un requerimiento sino un servicio opcional según 
las necesidades del cliente.19  
 
La participación obligatoria de un notario es un requisito oneroso para comunidades 
rurales, por su limitada capacidad económica, por las mayores distancias que los 
pobladores tienen que recorrer para encontrar un notario, y por que el número de 
notarios rurales es bajo y la calidad del servicio tiende ser deficiente. Cálculos realizados 
en 1998 para El Salvador (reportados en Daly 2006), estiman un costo de US$ 1,800 
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para registrar un predio de 3.5 manzanas, cifra exorbitante si se considera que el ingreso 
promedio de este tipo de productor es de US$ 120 al mes.     
 
En su estudio sobre el costo de hacer negocios en el 2006, el Banco Mundial destaca 
como el PATH en Honduras logró reducir los impuestos de transferencia de inmuebles y 
el arancel registral a la mitad y suprimió el impuesto a los sellos. Sin embargo, el costo 
total en efectivo de registrar una propiedad bajó solo de 8.8% a 5.8% del valor de la 
propiedad (Cuadro 2), principalmente por el alto costo de los aranceles notariales. Por 
consiguiente, Honduras continúa siendo uno de los países con más alto costo de traspaso 
de propiedad en América Latina  (World Bank 2006a, página 31).      
 
Algunos países han adoptado estrategias especiales. En Perú, no obstante la oposición de 
los notarios, se creó un registro aparte para atender las necesidades de los pobres 
urbanos, se hicieron nuevos nombramientos de notarios, y se permitió que el nuevo 
registro aceptara la certificación de documentos por parte de otros tipos de especialistas 
(Burns 2001, página 11). En Honduras la Ley de creación del IP contiene un avance 
importante en la previsión del uso de un Protocolo Notarial que permita la inscripción 
electrónica de documentos; pero su implementación se encuentra pendiente bajo 
estudio. Los esfuerzos actuales del PATH se concentran en capacitar y certificar 




Para reducir costos de inscripción registral a un nivel accesible para el residente 
rural, se recomienda;  
 
i. la reingeniería de procesos registro-catastrales, el desarrollo de 
sistemas informáticos seguros y la modificación de las leyes, a efectos 
de permitir la inscripción electrónica de documentos en el registro; 
 
ii. la eliminación de la participación del notario como requisito del 
proceso registral, dejando que sea un servicio opcional para el cliente;  
 
iii.  experimentación con la formación y certificación de delegados 
registrales, que contribuyan a reducir los costos de inscripción de 
documentos en el registro. 
 
El registro moderno: monopolio público al servicio de la sociedad 
 
Los registros de la propiedad (incluyendo instituciones que se ocupan en forma íntegra 
de registro y catastro) son monopolios. Su rol es fuerte en países que siguen la tradición 
germánica, que es también la española, donde lo que inscriben los registros de fé 
publica registral son derechos de propiedad y no solo escrituras. La calificación 
registral protege a terceros que detenten derechos legítimos pero que pudieran estar en 
desconocimiento de una tentativa de inscripción de un documento errado o fraudulento.20  
  
Los registros públicos requieren autonomía funcional, para que puedan cumplir su 
encargo cuasi-jurídico de proteger derechos de propiedad en forma correcta y confiable 
(Rajoy et al 2003). Pero como monopolios, también deben estar sujetos a regulación 
para evitar abusos y para asegurar una gestión pública transparente y de utilidad a toda 
la sociedad y no solo a unos pocos privilegiados.   
 
En 1994 Kadaster mantuvo su monopolio sobre el registro de la propiedad holandés pero 
pasó a ser un organismo autónomo independiente. Kadaster realiza operaciones y presta 
servicios en términos comerciales en Holanda y otros países, pero es regulada por el 
Ministro de Vivienda y Ordenamiento holandés en lo que se refiere a aranceles, 
planificación de largo plazo y nombramientos al Consejo de Dirección de la agencia 
(Wubbe 2005). Esa regulación es real pero indirecta (Van der Molen 2003), de manera 
que el Ministro no interviene en el quehacer diario de la institución sino que descansa, 
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por mandato de la ley en estructuras organizativas con representación de una amplia 
gama de las partes interesadas (Cuadro 11). 
 
No hay fórmulas mágicas para el diseño de una arquitectura institucional, sobre todo en 
países con una tradición y cultura institucional débil (Fukuyama 2004). En los países del 
estudio se observan algunos problemas y posibilidades que conviene acotar:  
 
Primero, el registro de los derechos de propiedad es esencial para la seguridad 
jurídica de los predios. Los registros públicos de la región son instituciones fuertes 
que consiguen autonomía funcional y poder político. La tradición de proyectos del 
pasado de ejecutar proyectos de titulación dependientes de instituciones 
politizadas (organismos de Reforma Agraria, por ejemplo), pueden servir para 
tomar parte en una lucha política, pero difícilmente consiguen afianzar los 
derechos de la propiedad rural de una forma sostenida. 
 
Segundo, los aranceles derivados de grandes transacciones constituyen la 
principal fuente de ingresos para los registros. Los aranceles determinan no solo 
la fuerza de la institución sino también los salarios de sus funcionarios. Para que 
los registros tengan incentivo para inscribir y tramitar los documentos de bajo 
valor asociados con la pequeña propiedad rural, se requiere que estas 
transacciones generen un rédito que no sea insiginificante. 
 
Tercero, se requieren procedimientos registrales baratos, de manera que el 
arancel de cada trámite no resulte oneroso para el pequeño propietario y que 
además genere un saldo positivo para el registro. Eso es factible si se logra 
reducir el costo de inscripción automatizando procesos y ampliando el uso de 
medios electrónicos.  
 
Cuarto, inclusive si las transacciones rurales generan un saldo positivo, este 
tenderá a ser relativamente bajo por unidad de transacción (por el bajo valor de 
la propiedad rural, y por el alto costo de servicio a una población distante y de 
bajos ingresos y educación limitada). En principio un ingreso unitario bajo puede 
ser compensado en parte por un alto volumen de transacciones. Pero la 
intervención notarial mantiene artificialmente alto el costo total de inscripción de 
documentos que debe pagar el usuario, haciendo difícil que los registros logren un 
volumen alto en el medio rural.    
 
Quinto, es improbable que la reducción en los costos registrales y en el costo total 
de inscripción de documentos se obtenga por iniciativa de instituciones dominadas 
por notarios y abogados en las que no hay un mínimo de representatividad de 
consumidores y residentes rurales. En los países del estudio solo en Honduras hay 
una participación de la sociedad civil amplia en la gestión de los registros públicos, 
comparable a la que se observa en países desarrollados (Cuadro 11). Inclusive en 
Honduras, dos años después de la creación del Instituto de la Propiedad (IP), aún 
no se ha celebrado la primera reunión de la Comisión Nacional de Política y 




Se recomienda que la legislación que determina la estructura gobernativa de los 
registros:  
 
i. incorporen en sus instancias decisorias la representación de los usuarios, 
incluyendo poblaciones indígenas y etnias minoritarias, propietarios de tierras 
rurales y dueños de pequeñas propiedades urbanas. 
 
ii. especifiquen los términos y condiciones de esta participación de la sociedad 
civil, incluyendo reuniones regulares varias veces al año de los consejos de 
asesoría y gestión. 




Cuadro 11. Estructura de gerencia, administración y consulta de Kadaster, Países Bajos 
Directorio Ejecutivo Consejo de Supervisión    Consejo de Usuarios
3 miembros designados por 
el Ministro de Vivienda, 
Medioambiente y 
Planificación Espacial 
5 miembros designados por el Ministro, por 
prestigio y méritos personales no por 
vínculos a asociación o partido. 
 
Su composición actual incluye: 
 
1 anterior ministro actual gobernador de 
una de las provincias del Norte 
 
1 profesional reconocido como experto en 
Tecnología de la Información y la 
Comunicación 
 
1 abogado de prestigio 
 
1 Gerente de Banco Comercial 
 
1 ex ministro especialista en legislación 
laboral 
 
16 miembros designados por el Consejo de Supervisión siguiendo las 
orientaciones del Ministro. Son representantes de las siguientes 
organizaciones de usuarios: 
 
(2) organizaciones de notarios 
Corredores de Bienes Raíces 
Municipalidades 
Provincias 
Consejos de administración de aguas 
Consumidores y propietarios de bienes raíces 
Bancos comerciales 
Industria de geoinformática 
Editores de atlas y libros de geografía 
Ministeride Defensa 
Ministerio de la Vivienda, Medioambiente y Planificación Espacial 
Ministerio de Transporte y Administración de Aguas 
Ministerio de Educación, Cultura y Ciencia 
Ministerio de Agricultura y Recursos Naturales 
Ministerio del Interior (asuntos domésticos o Home Affairs) 
a cargo de la administración 
de Kadastre 
se reúnen 4 veces al año y son 
responsables por aprobar decisiones del 
Directorio Ejecutivo 
Se reunen 4 veces al año 
 
Fuente: Cortesía de Paul van der Molen, Director  de Kadaster Internacional (http://www.kadaster.nl/international-english/default.html) 
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Integración de registro y catastro 
 
La experiencia internacional demuestra que un registro público se puede autosostener sin 
mayor problema con los aranceles que recibe por servicios prestados, pero que un 
catastro raramente puede proceder sin apoyo del gobierno (Adlington 2002). Así lo 
confirma la experiencia del CNR en El Salvador, donde los ingresos que genera el servicio 
registral es muy superior a los generados por el catastro (Cuadro 3). La función registral 
por lo general cubre gastos y además contribuye al tesoro nacional, mientras que la 
actividad catastral requiere recursos del Estado. Esta desigualdad financiera se traduce 
en diferencias en poder de negociación y condiciona las posibilidades de coordinación 
entre agencias que se ocupan, separadamente, de estas dos funciones.   
 
La unificación de registro con catastro en una sola institución, lograda en El Salvador y 
Honduras, es una buena práctica y una tendencia a nivel mundial (Barnes 2003, Osskó 
2006). En cambio, Nicaragua y Guatemala han decidido mediante leyes recientes 
(Asamblea Nacional de Nicaragua 2004, y Diario de Centroamérica 2005),  mantener 
estas funciones bajo la administración separada de dos instituciones diferentes. Panamá 
también tiene dos agencias una para registro y otra para catastro, pero el catastro físico 
es parte del Ministerio de Economía y Finanzas y facilita el cobro del impuesto territorial.   
 
Compaginar acciones inclusive elementales entre diferentes agencias es siempre un 
desafío. A pesar de la intención de establecer una ventanilla única de servicio al cliente – 
un paso esencial para la efectividad del SIICAR en Nicaragua - la construcción y 
habilitación de oficinas en los departamentos de Chinandega, Estelí y Madriz, financiadas 
por el propio PRODEP, se está haciendo en diferentes edificios para el Registro y para 
INETER (catastro).  
 
Compartir información y sistemas informáticos es un reto mayor. Es posible crear 
sistemas con el expreso propósito de publicar información consolidada. En Noruega, 
hasta hace poco la información registral de 87 registros locales (dependientes del 
sistema judicial) era actualizada y remitida diariamente a la sede del Registro para 
conformar una base de datos registral centralizada. Esta información era a su vez 
retransmitida a una empresa estatal, Norsk Eindomsinformasjon Ltd., subcontratada para 
crear, administrar y publicar por Internet información consolidada de registro y catastro. 
Esa experiencia permitió visualizar la utilidad de contar con una base de datos uniforme y 
contribuyó a que el gobierno decidiera unificar las tareas de registro y catastro en una 
agencia, Norwegian Mapping and Cadastre Authority, NMCA (www.statkart.no), a partir 
del 2003. La intención es mantener una base de datos unificada, pero siempre 
resguardando y preservando la integridad de la información registral, ya que por ley solo 
puede ser modificada a solicitud del propietario (Onsrud 2003).   
 
Por lo general los acuerdos para compartir información entre diferentes agencias de 
registro y catastro no funcionan bien (Zevenbergen 2004). En los países de estudio hay 
evidencia de las dificultadas de lograr una integración entre datos y sistemas.  
 
El Registro Público de Panamá no da acceso a sus sistemas al Sistema de 
Información Geográfica de la Dirección de Catastro y Bienes Patrimoniales del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Las actualizaciones en el catastro se hacen a 
mano, por personal del Catastro ubicado físicamente en las oficinas del registro.  
 
El Registro General de la Propiedad de Guatemala (RGP) no da acceso electrónico 
al Sistema de Información Geográfico de la Dirección de Catastro y Administración 
del Impuesto Único sobre Bienes Inmuebles (IUSI) de la Municipalidad de 
Guatemala.  
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La integración informática del RGP con los sistemas de la UTJ-Protierra (ahora 
RIC)  prevista por el proyecto no se ha materializado, en parte por el colapso del 
sistema del RGP en el 2003 que en todo caso tomó precedencia sobre la 
vinculación con la UTJ e inclusive con su propia oficina en el Petén.  
 
Los registros de la propiedad son instituciones independientes, autosostenibles y fuertes. 
Obtienen sumas cuantiosas por servicios prestados: US$ 20.1 millones por el CNR 
(2005); US$ 25 millones por el Registro Público de Panamá (2006); US$ 2.5 millones por 
el registro público de Managua (1999). Las autoridades de estas instituciones reconocen 
y valoran el rol que juega la seguridad en sus datos y sistemas. Tienen estrictos 
requerimientos de seguridad informática de los cuales depende su propia superviviencia. 
Difícilmente van a dejar que una institución ajena entre a hurgar en su sistema, o que de 
alguna forma pongan en peligro la fidelidad e integridad de la información registral.    
 
Unidades de proyecto 
 
Las unidades de proyecto han jugado un importante papel en el desarrollo de 
instituciones y sistemas informáticos registro-catastrales robustos, tanto en El Salvador 
como en Honduras. En ambos casos, el desarrollo de sistemas y su aplicación acoplada a 
nuevos procedimientos en áreas piloto, demostraron la viabilidad de la nueva 
metodología y pusieron en evidencia la necesidad de realizar una labor registro-catastral 
integrada para alcanzar altos niveles de eficiencia y de servicio rural. Una vez 
demostrado lo que se podía lograr, la creación de una institución registro-catastral única, 
el CNR en El Salvador y el IP en Honduras, era la única conclusión razonable.21  
 
En Panamá, Guatemala y Nicaragua se está siguiendo una estrategia de implementación 
que puede potencialmente llevar a un resultado semejante. En Panamá y Guatemala no 
se han logrado avances palpables en el campo, en ambos casos por debilidades de orden 
institucional. En Nicaragua, el proyecto se encuentra en una etapa incipiente.  
 
Las unidades de proyecto presentan un dilema particular. Son institucionalmente frágiles, 
pero pueden ser muy innovadoras y, si cuentan con respaldo político, es mucho lo que 
pueden lograr. A la larga, para que sean sostenibles, las innovaciones que generan las 
unidades de proyecto tienen que ser incorporadas a la misión y quehacer diario de 
instituciones más estables y de más larga duración. La pregunta de cuando hacer esa 
transferencia es muy difícil de responder a priori; por ejemplo, en el caso de Honduras 
donde el IP como nueva institución aún no se ha consolidado del todo. De ahí el valor del 
espacio y la larga perspectiva que tienen los programas de 10 a 12 años de duración 






Donde los conflictos sobre la regularización de la tierra rural son serios y, sobre 
todo, donde no hay una clara determinación política de llevar adelante una 
reforma estructural que vincule registro y catastro, el riesgo de fracasar es muy 
alto y no tiene sentido realizar grandes inversiones.  
 
Lo más prudente en situaciones como esa es proceder con proyectos pilotos 
pequeños enfocados a desarrollar una metodología de trabajo nueva con 
reingeniería de procesos, acoplado al desarrollo de un sistema informático 
moderno que integre desde el inicio al registro jurídico de la propiedad con el 
proceso catastral, y que demuestre sus ventajas en un área pequeña a un costo 
modesto.  
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Fragilidad de sistemas y deficiencias institucionales 
 
Los sistemas informáticos son frágiles y los logros alcanzados con su desarrollo pueden 
ser revertidos en poco tiempo por deficiencias institucionales.  
 
Los motivos detrás del abandono del SIG en Nicaragua no están claros, pero todo 
indica que la pérdida de interés por parte de las autoridades de INETER jugó un 
rol importante.  
 
El colapso del sistema del RGP de Guatemala en el 2003 fue una falla técnica, 
pero tuvo su raíz en debilidades de orden institucional. Su impacto fue agudizado 
por falta de respaldos de las bases de datos (una falta elemental técnica por mal 
manejo gerencial) y fue funesto para el RGP y para las inversiones financiadas por 
el Banco Mundial en el Petén.  
 
El reciente cambio de gobierno en Honduras dió lugar a un desperdicio de 
profesionales formados que se vieron obligados a abandonar la unidad ejecutora 





Los sistemas informáticos que respaldan una labor registro-catastral moderna 
son costosos, complejos y frágiles. Es importante fortalecer la arquitectura de 
las instituciones registrales, para afianzar su independencia y mejorar su 
capacidad de gestión y habilidad para resistir vaivenes políticos y cambios de 
gobierno. Las siguientes propuestas se basan en la experiencia en los países 
estudiados: 
 
i. integración de las funciones registro-catastrales en una única institución 
con autonomía administrativa y financiera,  
 
ii. mejoras en la capacidad de los registros para retener ingresos que les 
permita mantener los sistemas e invertir en su modernización y en la 
expansión del servicio rural; y 
 
iii. periodos de dirección de una duración mayor al período presidencial (por 
ejemplo, 5 años, como es el caso del Registro de la Propiedad de Panamá) 
 
 
Desarrollo y administración de sistemas 
 
La experiencia no es concluyente sobre si es mejor o no subcontratar el diseño y la 
administración de sistemas. Ejemplos de subcontratación incluyen los siguientes.  
 
Tanto empresas públicas (Norsk Eindomsinformasjon Ltd en Noruega) como  
privadas (GBM en Guatemala) han demostrado ser capaces de desarrollar, instalar 
y administrar sistemas de este tipo satisfactoriamente.  
 
El proyecto Sistema de Registro Digital (REDI) del Registro de Panamá, fue 
desarrollado mediante contrato llave en mano de 5 años con buenos resultados.  
 
Los términos de referencia y los procesos de contratación y supervisión del 
PRODEP para la realización del SIIRIC en Nicaragua son ejemplar.    
 
Una ventaja de la subcontratación es la posibilidad de contratar ágilmente pagando 
salarios relativamente altos, para incentivar la participación del personal técnico 
requerido, sin tener que padecer obstáculos engorrosos de orden burocrático. 
 
  31 
Probablemente no sea casualidad que los casos exitosos, el SIRyC del CNR y el SURE-
SINIT del PATH, hayan sido desarrollados por personal de planta. Tres motivos hacen 
pensar que el desarrollo propio sea la opción más aconsejable, sobre todo tratándose de 
proyectos demostrativos y tomando en cuenta la fragilidad de estas iniciativas.  
 
i. Los sistemas informáticos complejos invariablemente presentan fallas y 
problemas durante su desarrollo e implementación que por lo general son difíciles 
de comprender por profesionales de otras ramas con conocimiento tecnológico 
limitado, como es frecuentemente el caso de autoridades de registro y catastro. Si 
algo no funciona es fácil descartar el sistema, sobre todo si se le puede echar la 
culpa del desperdicio de recursos a la administración anterior. Eso es más difícil 
que ocurra cuando se trata de un trabajo propio de la institución. 
 
ii. Para mayor efectividad, el desarrollo del sistema informático debe ir 
acompañado de la reingeniería de procesos registro-catastrales e inclusive de 
cambios en la legislación. Consultores y empresas al externo de una institución 
pueden recomendar y apoyar esas iniciativas de reforma, pero en última instancia 
se requiere una estrecha compenetración y compromiso de las autoridades con los 
cambios requeridos y los sistemas. Es probable que esa compenetración y 
compromiso sean más fáciles de obtener cuando las autoridades involucradas 
asumen responsabilidad directa por el desarrollo del sistema. 
 
iii. Aparte del Banco Mundial, diversos donantes apoyan proyectos de 
administración de tierras en Centroamérica; frecuentemente con financiamiento 
para el desarrollo de sistemas, pero no siempre siguiendo el mismo enfoque o 
metodología. La coordinación de estos esfuerzos es más fácil de lograr cuando las 
autoridades de las agencias involucradas tienen responsabilidad directa por el 




Desarrollar un sistema informático con personal propio crea un compromiso 
directo y un vínculo personal con la viabilidad del sistema. Se recomienda que 
en el futuro las autoridades de los proyectos de administración de tierras:  
 
i. Den la mayor consideración a asumir responsabilidad por el desarrollo de 
los sistemas informáticos usando personal propio del proyecto. 
 
ii. Tomen las medidas administrativas que sean necesarias para remunerar 
debidamente al personal de desarrollo de sistemas.   
 
El rol de los gobiernos locales 
 
Los incentivos para que los gobiernos locales participen y contribuyan a mantener el 
catastro son palpables (Cuadros 12 y 13).22 
 
Un catastro actualizado no solo aumenta los ingresos y capacidad de inversión y de 
acción local, sino que además el sistema facilita la planificación territorial (Williamson 
2005). En Tegucigalpa, la regularización de la tierra demostró que cerca del 50% de los 
casas se encontraban en terrenos pertenecientes a la municipalidad. Para subsanar esa 
situación, se creó un sistema por el cual los ocupantes están pudiendo adquirir los 
terrenos que ocupaban a muy bajo costo y con crédito comercial. Aparte de regularizar la 
propiedad y aumentar los ingresos y la base fiscal de la municipalidad, la información 
catastral está permitiendo un reordenamiento territorial, por ejemplo, facilitando la 
proscripción de construcciones en áreas susceptibles a derrumbes.  
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Todos los proyectos en los países de estudio prevén alguna participación de las 
municipalidades. Se destaca en particular el rol prominente que se les ha asignado por el 
PATH en Honduras, y por el SIICAR (planificado) en Nicaragua, sobre todo en la 
actualización permanente catastral posterior a la regularización.  
 
Cuadro 12.  
Cambios en ingresos asociados a la regularización predial y la participación de 
municipalidades en el uso del SURE 







Impuestos sobre bienes inmuebles     
 urbanos               106      1,472              695  
 rurales            1,058      2,047              695  
        
Elaboración de Planos              106         369              131  
        
Venta de bienes inmuebles  
(tierras municipales) 
            508      1,503            1,831  
   Total:         1,778      5,391            3,352  
 
 
Cuadro 13.  
Cambios en ingresos asociados a la regularización predial y la 
participación municipalidades en el uso del SURE 
– Alcaldía de Lejamaní, Comayagua (4,633 habitantes en 2005) 
 2003 2004 
enero-mayo 
2005 
Impuestos sobre bienes inmuebles     
 urbanos    77 134 272 
 rurales    1,235 912 226 
        Derechos municipales      
 Revisión de Planos   80 37 29 
 Medidas de terreno   69 32 37 
Venta de bienes inmuebles 
(terrenos municipales) 
 1,945 4,514 2,761 
        Total:  3,406 5,628 3,325 
 
En Comayagua, Honduras, las municipalidades mantienen su catastro fiscal al dia y 
contribuyen a actualizar la información en el SURE. Cada vez que una finca es vendida, el 
vendedor está motivado a informar a la municipalidad, para no tener que pagar 
impuestos sobre un inmueble que ya no le pertenece. Al recibir esta información la 
municipalidad digita la información actualizada en el SURE. Esa información no substituye 
el acto formal de inscripción, que solo puede hacerse por iniciativa de las partes, pero 
permite al IP mantenerse al tanto de lo que está sucediendo para el caso eventual de un 
conflicto sobre derechos y además le mantiene alerta de si se trata de un problema 




Se recomienda que al planificar sistemas y procesos, los proyectos contemplen 
una participación activa de las municipalidades, tanto en la etapa de 
regularización como en la etapa posterior de actualización permanente de la 
información catastral. En particular, los datos informados por las 
municipalidades al sistema de información deberán facilitar el proceso de 
seguimiento y alerta respecto a cambios realizados en las propiedades.   
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Seguimiento y evaluación 
 
Las metas de regularización, incluyendo costos de regularización y títulos entregados son 




Las autoridades del registro público deben mantenerse atentas a lo que está 
sucediendo en el campo, implementando sistemas de seguimiento y realizando 
investigaciones que les permitan conocer si en la práctica las nuevas 
transacciones post-regularización están siendo inscritas formalmente por 
iniciativa de los propios ciudadanos, dando especial atención a las transacciones 
sucesivas por pequeños propietarios rurales. Algunos indicadores a tener en 
cuenta (post-regularización) son:  
 
i. Cambios en la cartera bancaria comercial destinada a la zona rural, y 
en créditos para financiar mejoras de vivienda urbana y rural.  
  
ii. Número de transferencias que se continúan haciendo por documento 
privado o por otros métodos informales, sin ser inscritos formalmente en 
el registro de la propiedad. 
 
iii. Costo de inscripción formal de cambios en una pequeña propiedad 
rural (incluyendo tiempo de tramitación, aranceles registrales y 
notariales), principalmente por compraventa y desmembramiento de 
fincas. 
 
iv. Número de transacciones registradas formalmente e ingresos 
generados, tanto para el registro como para proveedores de servicios 
intermedios (notarios, delegados registrales).  
 
Ventanillas Virtuales - Servicios Web 
 
Las ofertas de servicio registral vía Web de los países del estudio son limitadas 
(Cuadro 14). El RGP de Guatemala, el CNR de El Salvador y el IP de Honduras ofrecen los 
servicios más completos; siendo la cobertura territorial del CNR la más extensa. 
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El Salvador CNR Guatemala RGP Honduras IP-PATH (2) Nicaragua - RPPIM (1) Panamá - Registro Público
www.cnr.gob.sv www.rgp.org.gt www.ip.hn  www.csj.gob.ni/regis.htm www.registro-publico.gob.pa/
Consulta gratuita via Web:
(1)  El link no era funcional 17- 18 de julio ni 19-21 agosto 2006.
Otros servicios
Se puede solicitar compra de 
mapas de El Salvador, 
departamentales y 
topográficos.
Buzón electrónico de contacto
Ofrece solo una descripción 
institucional de carácter 
general
Plan Estratégico con 
información detallada de la 
situación actual y planes de 
modernización. 
Reglamento de los Registros. 




para "solicitar ayuda, reportar 
errores o...hacer 
comentarios" 
Permite solicitud gratuita de 
razones de testimonio (sin 
validez jurídica).
Consulta sujeta a prepago en 
las oficinas del RGP (US$ 1 / 
consulta);
No hay vínculo a plano 
catastral.
Muchas opciones de 
consulta sobre situación de 
inmuebles. Incluye 
visualización gráfica de plano 
de la propiedad.
No hay vínculo con plano catastral. 
Consulta gratuita del estado 
de tramitación de un 
documento o certificación.
Lista de servicios y de 
requisitos para su 
tramitación.




Consulta sobre el 
estado de un 
trámite
Permite descargar la boleta 
para la presentación de los 
documentos.
Consulta gratuita del estado 
de tramitación de un 
documento o certificación.
Consulta gratuita del estado 
de tramitación de un 
documento o certificación.
Cuadro 14. Productos y servicios vía Web - 5 Países del estudio
Información sobre 
servicios y su 
tramitación
Circular con el detalle del 
arancel de los servicios.
Ofrece una descripción 
detallada de las consultas 
realizables en linea. 
Los servicios no se cobran, 
pero se anticipa al usuario 
que esto pronto puede 
cambiar..
no tiene información sobre 
servicios Diagrama del proceso registral
Transparencia
i. Nombres de miembros de la Junta 
Directiva
ii. Resumen del presupuesto 2006 
iii. Plan de trabajo 2004/05
















certificaciones catastrales o 
registrales en línea. Se 
requiere prepago del arancel 
y el retiro del documento en 
las oficinas del CNR. Solo las 
propiedades de San Salvador 
están habilitadas.
 
  35 
Información sobre servicios  
 
Lo primero que un usuario se pregunta es que servicios ofrece la institución y como 
obtenerlos. Los registros considerados no presentan mucha información de este tipo, en 
parte por que la oferta de servicios es limitada.  
 
En los países del estudio la mejor presentación Web sobre la oferta de servicios y su 
tramitación es la de la Dirección de Catastro y Bienes Patrimoniales de Panamá, DCBPP,  
(www.mef.gob.pa/Catastro%20y%20Bienes%20Patrimoniales/contenido/Guia%20de%2
0servicios.asp). Entre los registros, las páginas del CNR (El Salvador) y del IP (Honduras) 
ofrecen la información más detallada. Fuera de la región, se destaca la forma ordenada y 
la presentación fácil de entender de la página Web del Department of Land Information 
de Australia Occidental (www.dli.wa.gov.au/corporate.nsf/web/Products+and+Services). 
 
A medida que aumenten los servicios en línea, sería útil que los registros incluyan en sus 
páginas Web secciones de preguntas frecuentes (ver British Columbia Title and Survey 
(www.ltsa.ca/ltsa_faq.htm), mapas del sitio (Land Information de Nueva Zelanda, 
www.linz.govt.nz/home/sitemap/index.html) o una sección sobre como realizar 
diferentes trámites (¿como consigo un plano de mi propiedad? ¿Como hago para vender 
mi casa? ¿Como hago para comprar un terreno? ¿Como registro una fusión? etc. (Land 
Information, Nueva Zelanda, www.linz.govt.nz/home/index.html). 
 
Consultas y certificaciones 
 
Los registros de El Salvador, Guatemala y Honduras permiten consultas gratuitas del 
Estado de los trámites registrales.  
 
Los sitios de Panamá, Guatemala y Honduras permiten consultas sobre el Estado registral 
de un inmueble. El RGP de Guatemala es el único que cobra por este servicio, US$ 1 por 
consulta, abonado en el RGP antes de poder usar el servicio. Desde que comenzó el 
servicio en mayo del 2005 hasta finales del año, el RGP ha recaudado el equivalente a 
US$ 81,000 (Cuadro 15).  
 
Cuadro 15. RGP: Ingresos por consultas  
en línea en 2005 – US$ 
mayo          8,217  
junio          7,292  
Julio          5,662  
agosto          7,020  
septiembre         14,392  
octubre         13,433  
noviembre         15,318  
diciembre          9,709  
         81,043  
 
Guatemala ofrece certificaciones resumidas en línea que tienen validez jurídica pero que 
tienen utilidad práctica informacional para los propietarios. El sitio Web de El Salvador 
permite solicitar certificaciones, extractadas o literales, que, una vez cancelado el 
arancel, pueden ser retiradas en las oficinas del CNR.  
 
Ninguno de los sitios del estudio permite el pago por tarjeta de crédito, todos requieren 
pre-pago o bien en la sede o depositada en una cuenta bancaria de la institución.  
 
Solo Honduras ofrece la posibilidad de que el cliente pueda ver un croquis de su parcela 
al hacer su consulta registral.  
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 Inscripción registral en línea 
 
El principal reto a nivel mundial es la inscripción de documentos registrales via Web. Es 
una funcionalidad que lleva dos años de establecida en British Columbia, Canadá, y que 
se comenzó a ofrecer en Holanda en septiembre del 2005. En el caso holandés, tomó 
cerca de seis años reformar la ley y poner las partes afectadas (notarios, registradores, 
profesionales de bienes raíces) de acuerdo para implementar el servicio (Wubbe 2005).23  
 
Honduras tiene el sistema listo y la legislación ajustada para poder hacer inscripciones 
registrales en línea. Solo faltaría la determinación política para poner en práctica los 




El Salvador ofrece la posibilidad de ordenar servicios cartográficos, mapas y planos 
topográficos, para luego retirarlos de las oficinas del CNR.  
 
El Salvador, Guatemala y Panamá, además dan oportunidad a los usuarios a que 
presenten quejas, sugerencias y preguntas. Esta interacción entre los gobiernos y el 
ciudadano es importante y hay formas efectivas de hacerlo, por ejemplo, prestando 
asesoría gratuita en coordinación con otras entidades (Proenza, et al 2006).  
 
El Registro Público de Panamá se destaca por su esfuerzo de transparencia, al colocar 
para inspección de la ciudadanía los nombres de los miembros de la Junta Directiva, un 
resumen del presupuesto para el 2006, el plan de trabajo para el 2004/05, y lo que es 
singular, requerido por la ley Panameña, el listado de todos y cada uno de los 




Se recomienda que los servicios ofrecidos via Internet por los registros 
consideren mejorar y ampliar su oferta implementando:  
 
i. un servicio de asesoría en línea, que incluya asesoría jurídica con 
apoyo de algún centro universitario local;  
 
ii. mejorar la presentacion de los servicios que ofrecen (Mapa del sitio, 
“como se hace….”, FAQs);  
 
iii. Mayor información al público sobre planes operativos, presupuesto, 
leyes, estructura gobernativa institucional y estados financieros 
auditados;  
 
iv. inscripción formal de documentos que establecen derechos de 
propiedad vía Web; 
 
Intercambio de experiencias 
 
Hay muchas oportunidades para el intercambio de experiencias entre países.  
 
El mejor ejemplo es el caso de Honduras, que importaron dos funcionarios del CNR 
salvadoreño para que les ayudaran a diseñar la metodología de trabajo, mejorar los 
procedimientos registrales y desarrollar el sistema informático como soporte a los nuevos 
procedimientos. Según los funcionarios del PATH, la incorporación de estos dos 
profesionales al equipo hondureño acortó sensiblemente el tiempo de aprendizaje en el 
diseño e implementación de los sistemas y su articulación con los procesos registro-
catastrales.   
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Se dan otras instancias de intercambio, como por ejemplo, las visitas del personal de 
PRODEP a El Salvador para estudiar las posibilidades de aprovechar los desarrollos del 
SIRyC en Nicaragua o una visita reciente del personal del RIC de Guatemala al Salvador 
para conocer el trabajo del CNR. También se celebran encuentros y talleres ocasionales 
de intercambio de experiencias, en Centroamérica y en otros países de América. 
 
Lo que parece estar faltando es un esfuerzo sistemático de intercambio de conocimientos 
dirigido a temas específicos; que eventualmente pudiera dar lugar a un eventual 




Se recomienda la realización de talleres sobre temas específicos. Entre los 
temas potencialmente más provechosos se destacan los siguientes:  
 
Firmas digitales,  
 
Redes inalámbricas de conectividad a Internet, 
 
Delegados registrales,  
 
Rol, incentivos y fortalecimiento de las municipalidades, 
 
Mejoras en la gobernación de las instituciones de registro para aumentar 
su transparencia e incorporar una mayor participación de la sociedad 
civil y del residente rural.  
 
Seguimiento y evaluación,  
 
Reingeniería de procesos, control de calidad y desarrollo de sistemas de 
información, 
 
Servicios registrales vía Web, 
 




La viabilidad económica y la sostenibilidad de los beneficios de un sistema registro-
catastral moderno es difícil de lograr en zonas remotas de baja productividad. El interés y 
el beneficio de la población local en un servicio moderno puede ser marginal si los 
mercados de tierras son aún incipientes y las transacciones con personas ajenas a la 
comunidad son pocas y ocasionales.  
 
Los sistemas informáticos y avances en los medios de comunicación facilitan la creación, 
actualización y manejo de extensas bases de datos e imágenes y hacen hoy día posible la 
actualización continua de la información registral para servir mercados dinámicos de 
tierras rurales, siempre que paralelamente se agilicen y descentralicen los 
procedimientos de manera que el costo de formalización pueda ser sufragado por el 
residente rural. No es muy útil tener un sistema informático de primera línea con 
múltiples servicios vía Web, si este se alimenta de datos poco confiables o si su 
seguridad y continuidad se ven comprometidos por un período electoral o un cambio de 
gobierno. De poco sirve a un residente rural un sistema registral sofisticado y seguro, si 
la ventanilla de servicio más próxima está distante y no hay notarios cerca de donde 
vive. El uso de firmas digitales y la habilitación de la inscripción registral vía Web pueden 
aumentar sensiblemente el acceso a servicios por parte de comunidades rurales, siempre 
que la reglamentación operativa, la legislación y las normas, instituciones y cultura de 




1. El énfasis es en nuevos sistemas informáticos para la administración, actualización 
reproducción y publicación de datos, imágenes de documentos y planos catastrales. 
Avances en tecnologías de campo han reducido substancialmente los costos de 
realización de barridas catastrales; pero no son objeto central de este estudio. 
  
2. Barnes (2002 y 2002a) presenta información adicional sobre las instituciones 
involucradas en la administración de la tierra en América Latina. 
 




Muy Satisfactorio  
  Sostenibilidad Improbable 
Probable 
Muy Probable 





4. El Registro General de la Propiedad tiene jurisdicción sobre los departamentos de: 
Guatemala, Sacatepéquez, Chimaltenango, Santa Rosa, jutiapa, Jalapa, Zacapa, 
Chiquimula, El Progreso, Izabal, Escuintla, Petén, Alta Verapaz y Baja Verapaz. El 
Segundo Registro de la Propiedad se ocupa de departamentos de Retalhuleu, 
Suchitepéquez, Totonicapán, Huehuetenango, Sololá, Quiché, San Marcos y 
Quetzaltenango. 
 
5. En el RGP hay unos 67 operadores registrales. Un operador puede ganar en promedio 
US$ 3,200 a 3,900 mensual. En cambio, un registrador auxiliar percibe unos $2,000 al 
mes.  
 
6. Honduras fue el último de los países centroamericanos en comenzar a trasladar su 
forma de registrar la propiedad del folio personal al folio real. 
 
7. El Artículo 112 de la Ley de la Propiedad dice (La Gaceta 2006): 
 
“Para fortalecer la seguridad jurídica de los actos, contratos o documentos en los 
que la ley requiera la intervención de notario y facilitar el registro de los mismos, 
además del protocolo físico el mismo podrá llevarse en forma electrónica.  
 
Cuando se decida por el empleo en un año de uno de los dos medios para llevarlo, 
sólo podrá hasta el año siguiente utilizarse el otro.  
 
El soporte digital podrá estar en una página de Internet, en una base electrónica 
de datos o en un medio similar. El desarrollo tecnológico de dichos soportes y su 
administración corresponde al Instituto de la Propiedad (IP). El mismo creará los 
mecanismos y controles que garanticen la confidencialidad de la información 
contenida en los mismos.”   
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8. Según El Heraldo (2006), el 1º de mayo los funcionarios recibieron un memorandum 
de la nueva dirección diciendo lo siguiente: 
 
“Debido a la situación financiera del Programa de Administración de Tierras de 
Honduras (PATH), que aún no recibe un nuevo desembolso, nos vemos obligados 
a tomar nuevas medidas de austeridad que abarcarán la suspensión inmediata del 
personal presente a la fecha, salvo ciertas excepciones que se sufragarán con 
limitados fondos nacionales”. 
  
Para apreciar la gravedad de la pérdida de personal es necesario entender que ese 
personal había pasado por un riguroso proceso de “gestión del recurso humano en base a 
competencias laborales” que requirió una fuerte inversión del Estado hondureño. Para 
mantener la credibilidad del proceso una empresa se ocupó por dar la formación, una 
institución especializada se ocupó de evaluar las capacidades (el Instituto Nacional de 
Formación Profesional, INFOP, encargado por ley de la educación no formal del país) y 
una tercera institución emitió las diferentes acreditaciones para completar la certificación.  
    
9. El consorcio ganador está integrado por las siguientes empresas: Swedesurvey AB, 
Suecia (empresa lider; www.swedesurvey.se), GFA Terra Systems, Alemania (www.gfa-
group.de) e International Land Systems Inc. (ILS), EE.UU 
(web3.landsystems.com/index.php)  
 
10. “A pesar de que en cuanto a funcionalidad parece que este Sistema satisface la 
mayoría de requerimientos funcionales de SIICAR, tal como lo muestra la Ficha Técnica 
de Evaluación, no puede recomendarse de forma definitiva su adquisición por una razón 
básica y fundamental:  
 
No se tuvo acceso a una revisión detallada de la docuentación técnica del sistema. 
Por otro lado, dicha documentación no está actualizada.” 
 
Eurogeo 2003c, página 1 del Resumen. 
 
Ver detalles adicionales sobre esta decisión en Eurogeo 2003b, páginas 158-159.  
  
11. Según Trackman, Fisher y Salas (1999), Managua genera US$ 1,050,000 al año, lo 
que representa el 40% de los aranceles pagados al PPIM. Esa recaudación pasa 
enteramente al tesoro nacional.  
 
12. Según la empresa consultora que preparó los términos de referencia del SIICAR, 
EuroGeo,  
 
“Básicamente cada uno de estos entes [PPIM., INETER, Intendencia de la 
Propiedad, municipalidades, DGI] persigue objetivos propios, de carácter legal, 
técnico y económico, los cuales son, a la vez, complementarios, pero que han sido 
implementados antagónicamente hasta el día de hoy. Tal divergencia, no solo de 
visión, sino de coherencia operativa, hace que estas instituciones no proporcionen 
hasta la fecha un ambiente apropiado para la implementación de un sistema 
integrado sostenible a largo plazo.” (EuroGeo 2003b, página 82) 
 
13. Los costos de mantenimiento de un sistema informático como el SIICAR incluyen: 
i. corrección de fallas del sistema, adición de módulos y funcionalidades, actualización de 
licencias, capacitación de funcionarios y usuarios a medida que avanzan los desarrollos 
del sistema y a medida que su cobertura geográfica avanza de un municipio a otro, 
instalación de nuevas versiones de software y de equipos, adquisición, mantenimiento y 
reparación de equipos, gastos operativos (salarios, energía, eléctrica y 
telecomunicaciones). (EuroGeo 2003, página 78) 
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14. Grupo Soluciones Informáticas (GSI), www.e-gsi.net.  
 
15. Hay muchas variantes, pero estas dos situaciones sirven como prototipo para 
destacar las diferencias sobresalientes de dos casos frecuentes.   
  
16. La inscripción en el registro de un cambio en una propiedad solo puede ser iniciado a 
solicitud de los que detentan el derecho sobre una propiedad (o por su heredero). El 
mantenimiento de una base de datos de este tipo no substituye el acto registral; pero si 
permite mantener información actualizada que posteriormente puede facilitar el proceso 
registral; sobre todo en caso de que se presenten disputas o intentos de fraude.   
 
17. Según Barnes (2002, página 5; traducción no oficial):  
 
“La experiencia de los proyectos de titulación de los 1980s demostró que no se 
trata simplemente de entregar títulos y esperar que los beneficiarios inscriban las 
transacciones subsiguientes… Después de examinar los motivos por que los 
nuevos titulados no reportan las transacciones subsiguientes, se comprendió que 
el principal problema yacía en los propios sistemas de catastro y registros. Estos 
sistemas eran excesivamente burocráticos, costosos, inaccesibles, centralizados, 
corruptos y no transparentes a los usuarios.”     
 
18. Este requerimiento tiene su origen en el régimen de privacidad, donde contratos 
inclusive secretos podían detentar derechos de propiedad siempre que se demostrara su 
prioridad temporal (mediante prueba ante la corte de posesión o de prioridad en la 
cadena de títulos). En ese régimen privado el notario como profesional especialista en la 
preparación de contratos complejos y en la búsqueda de cadenas de títulos añadía 
seguridad al proceso de intercambio de derechos. Con la adopción del registro de 
derechos de propiedad (o registros de fé pública registral) a finales del siglo XVIII, en 
España, Austria, Australia, Alemania y en América Latina, y ahora siendo introducido en 
Europa del Este, el rol de guardián y verificación de los derechos pasó al Registrador 
(Arruñada 2004). 
 
19. La liberalización de las profesiones es un tema muy debatido en Europa. Para una 
exposición en defensa del notariado ver Van den Bergh y Montagie (2006).  
 
20. Los registros de fé pública registral de tradición española-germánica difieren de los 
registros de títulos. Los registros de títulos, o de inoponibilidad, predominan en Francia y 
en gran parte de los Estados Unidos, y parte de Canadá, y, en general, en países de 
tradición jurídica francesa. En un registro de inoponibilidad todo documento presentado 
debe ser inscrito por obligación legal. Se inscriben todo tipo de escrituras, algunas con 
errores o inclusive falsas. En caso de reclamos de terceros son las cortes las que 
determinan quien tiene el derecho sobre la propiedad, dependiendo de la prioridad de 
inscripción en el registro. Esta relativa debilidad de los registros de títulos ha estimulado 
el surgimiento en estos países, por ejemplo en EE UU, de una importante industria de 
seguros de títulos que recompensa a una persona asegurada en el caso de que haya 
comprado un título inválido (Ver detalles en Arruñada 2003, Rajoy 2003).  
 
21. El hecho que una medida sea razonable no significa que vaya a ser adoptada. Hay 
muchas instancias en que la tecnología informática puede mejorar la eficiencia de las 
instituciones públicas pero que sin embargo no son adoptadas (Kraemer y King 2003). 
 
22. Desafortunadamente, durante el reciente cambio de gobierno muchas 
municipalidades despidieron parte de su personal capacitado en el manejo del SURE, sin 
duda poniendo en riesgo su capacidad para recaudar ingresos. 
 
23. Christensen (2004) contiene un excelente resumen de la experiencia con la 
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